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IMTKODUCCIOll 



I N T Ro D u·c e I o N 

Una de las principa1es finalidades de1 Estado, es sin 

duda alguna. la de mantener la paz y el orden interno de la So-­

ciedad. Para este fin, cuenta con el Derecho Interno como instr_!! 

aento idóneo de protección de los valores sociales. 

E1 Estado pone priaordial interés en la salvaguarda de 

deterainados valorea de la comunidad, a los que intenta preser-­
var de conductas antisociales, particularmente peligrosas para -

el orden público. A este interés se le denomina interés social 

de justicia pena2, de1 que proceden el derecho penal y el dere-­

cbo pl'OCeaa1 penal, y es aanifestado en dos aspectos i~dispensa­
bles que son. por un lado, la represión de conductas antisOcia­
les de carácter criminal y por el otro, el respeto y reconocí-­

miento jurídico del instinto de conservación individual. 

E1 primero de los aspectos mencionados constituye para 

el Eatado un derecho y un deber llamado Ius Puniendi• que es 

la facultad del Estado que &e hace concreta con la denoainada -­

pretensión punitiva. cuando se ha realizado un hecho que es con­

siderado por el derecho penal como delito; ahora bien, frente a 

esta pretensión punitiva encontramos al probable infractor penal 

a quien se 1e deben reconocer y respetar sus derechos individua­

les. Y• que éste es contemplado dentro de las garantías indivi-­

duaies de que disfruta como ciudadano. ~e es~as ·g~~antias forma 

parte el Derecho de Defensa, o sea, que t~n~o la pretención puni 

tiva como el Derecho de Defensa son funciones de interés público 

cuyas iaportantes y delicadas fi~alidades ~an hec~o que el Esta­

do las consasre jurídicamente a nivel co~s~i~uci~~al. 



El Derecho de Defensa en e1 periodo de averiguación 

p~evia, no es 1o suficientemente c1aro en nuestra Constitución; 

ta1 situación crea un grave prob1e!!Ml cuando la Suprema Corte de 

Justicia de 1a Nación, que es el tribuna1 cuyas interpretaciones 

.jurisprudenciales de la Constitución son ob1igatorias, interpre­

tan-las prescripciones que atañen al Derecho de Defensa, en for­
ma por deaás restrictiva. propiciando que el Ministerio Púb1ico 

adquiera durante la averiguación previa características de aut~­

ridad predominantemente inquisitiva y arbitraia, lo que es en 

perjuicio directo del interés social, por ocasionar un impedi•e~ 

to en el disfrute de las necesarias garantías individuales por -

parte del probable infractor pena1. 

El Ministerio Público en México concibe la erl"Ada idea 

de que la pretención punitiva debe tener prioridad sobre e1 De~ 
cho de Defensa en la primerr1 etapa del procedimiento. a ta1 gra­

do que restringe y en la mayor.ía da las veces impide e1 ejerci-­

cio de dicho derecbo 9 ya que consideran esto necesario para evi­
tar el desmesurado incremento de1 vicio procese1 de la impunidad 

grave aal social que hoy se debe erradicar, aun a costa de tran.2. 

gr~dir la~ garantías in~ividuales. 

Con esta manera de pensar y ~roceder. lo único que ·se 

crea es otro vicio procesal. ta1 vez aás grave, que es la arbi-­

trariedad, que conlleva a1 desprestigio y desconfianza hacia las 

autoridades punitivas. Al probable infractor penal se l~ consid~ 

ra apriori eneai&o socia1, al que hay que sancionar, sin impor-­

tar en muchas ocasiones, la situación de manifiesta inferioridad 

en que la autoridad lo coloca, al privarlo de su 1ibertad sin P2 

sibilidad de defensa, niás bien la autoridad debería tratar de -­

comba~i~ otros defectos de la adminisrración de la justicia, que 

haceri !!lá.s probable la aparición de la impunidad, c09l0 son la co­

rrupciór. y la fal~a de preparación técnica de los miembros de la 

policía judicial. 



.. 
Trataremos, en el presente trabajo que exponemos, de -

analizar si la nega'tiva por parte del Ministerio· Público se en-­

cuentra apegada· a los mandamientos consti tuci.onales y aportar, -­

también solución· a este problema. 



C A P I T U L O I 

EL HINISTERIO PUBLICO 

1.- CONCEPTO 

2.- ANTECEDENTES HISTORICOS 

A) GRECIA 
B) ROMA 

C) FRANCIA 

Dl ESPAÑA 

El HEXICO 

3.- TEXTO CONSTITUCIONAL 

4.- SU ESTRUCTURA 



l. - CONCEPTO 

Antes de entrar al estudio de la Institución del Mini~ 

terio Público, es de vital importancia. dar una definición de és­

ta; Al respecto el Maestro Guillermo Colín Sánchez nos dice: 

"El. Ministerio Público es una institución dependiente 

del Estado (Poder Ejecutivo), que actúa en representación de la 

acción penal y la .tutela social en todos aquellos casos que le 

asignen las leyes." (1) 

Ahora bien, el Ministerio Público no es un Órgano que 

se· encargue de impartir justicia, sino un órgano administrativo 

que vela porque se aplique la ley estrictamente por aquellos que 

si tienen la·misión de impartir justicia. 

"Hoy día, el H. P. constituye, particularmente en Méxi 

co, un instrumento toral del procedimiento, así en la important.f. 

sima fase averiguatoria previa, verdadera instrucción parajudi -

cia1 o ~dministra-tiva, como en el. curso dúI proceSo.judicial, do.n 

de-e1 M. P. asuae, •onopo1isticamen'te o no, e1 ejercicio de la 

acción pena1 en nombre de1 Estado." (2) 

2.- ANTECEDENTES HISTORICOS 

El hablar de antecedentes de la Institución, es refe-­

rirse a e1ementos y formas que de uno u otro modo sirvieron p~ra 

materializar el edificio que lo conforma. 

(1) Colín Sánchez, Guil1er1110. DERECH:J H.E:or'.!CANO DE PROCEDIMIENT'JS 
PENALES, Editorial Porrúa. México 1970.- Pág. 87. 

{2) García Ramirez, Sergio. DERECHC PROt:ESAL PEHA.L, Edit:ori.al 
Porrúa. México 1980. Pag. 227. 



La institución del Ministerio Público tiene caracterí~ 

ticas propias, así como influencia de las legislaciones de otros 

paises que, directa o indir~ctamente, han coadyuvado en la elalJ:2. 

ración de nuestras leyes, por lo que consideramos pertinente an~ 

lizar someramente las manifestaciones que al respecto han tenido 

cabida en otras naciones. 

Cualquier aportación de una idea debe considerarse co­

mo antecedente, si ésta inspira a otra f0rma, por io que desde .e1 
puntO de vista cronológico e histórico, es apropiado hacer tam­

bién el análisis de estas manifestaciones. 

A) GRECIA.- Ciudad legendaria de riquezas artísticas y 

emociona1es, conoce los "Arcontes" c~mo los personajes que ínter 

vienen suPletoriamente en la persecución de los delitos., esto es, 

cuando el particular no ejercitaba la ac·ción encaminada a ese fin. 

B) ROHA.- En la antigua Roma, cuna indiscutible del 

derecho que sirve de base al nuestro, son 1os "Curiosi, Station~ 

ri o Irenarcas" los funcionarios encargados de perseguir los de­

litos, quienes están bajo 1as órdenes directas de 1os j~!eces. 

"ás ·tarde se habla de los "Procuratores caesaria• de la ROiia 1._ 

perial que realizaban funciones similares a las de los •curiosi, 

Stationari o Irenarcas", Só1o que aquéllós podían actuar en de-­

terminados casos por cuenta propia~ 

"El Procurador del César de que habla el Digesto en el 

Libro Primero, Título 19, se ha considerado como antecedente de 

la Insti~ución, debido·a que dicho procurador en representación 

del César, ~enía facultades para intervenir en las causas fisca­

les, y cuiCar del orden en las colonias, adoptando para ello di­

versas medidas corno la expulsión de los a1borotadores y la vigi­

lancia sobre éstos para que no regresaran al lugar de donde habían 

sido ex pu! 3"a-:!os a" ( 3) 

(3) Colín 3ánch¿z, Guillermo. DERECHO MEXICANO DE PROCEDIMIEH-­
'i"OS PEUALES. Editorial Porrúa. México 1970. Pág. 88. 



Los procuradores fiscales, como su nombre lo dice, son 

funcionarios que se encargan de proteger los intereses del. fisco, 

esto es, que si 1os comprendemos con cierta concepciónactual,los 

podemos insertar dentro de la clasificación de los actualesdefe.!!.. 

sores del Estado, aunque sólo en parte, pues cubrían lo ?.'eferen­

te al patrimonio y no se situaban en el plano de la defensa so-­

cial. 

C) FRANCIA.- Se presentan indicios de que fue en 

Francia en donde se dieron los primeros pasos para el punto de -

partida del actual Ministerio Público, en ordenanza de Felipe el 
Hermoso. 

En Francia existían dos funcionarios que.realizaban a~ 

tividades semejantes a las del Ministerio Público, como lo afir­

ma el Maestrá Rivera Silva, en el. sentido de qc.e: "En un p~inci­

pio, el monarca tenia a su disposición a un Procurador y un 

Abogado encargados de atender los asuntos personales de la Coro­

na; el prirae~o atendía los actos del procedimiento y el s~gundo, 

el sostenimiento de los derechos del rey, el alegato." (~) 

Argumentando e1 mismo autor adelante, en el sentido de 

que efectivamente, Francia es el país que más concratamente apo~ 

ta l.os elementos que dan forma a nuestro Ministerio Público, ad~ 

ciendo: 

"Los funciona~ios aludidos in~ervenían en ~os asuntos 

penales por mul..tas o confiscaciones que de éstos pudiera:i. em<l.nar 

y que enriquecían el tesoro de la Corona. A~en~os a los Cer~chos 

que vigilaban, se procuraban de la perse~ució~ de l~s c~:~tos, -

por lo ct.ial, a pesar de que no podían pr~sentarse C':)::.i:. a.=~::.do-­

r~s, es~aban facultados para solicitar el procedioien~o e~ ofi-~ 

cio. Poco a poco, fueron interviniendo er, -:odas los a~1..:::.""::os pen_:: 

~es, acabando por convertirse en ~epr~s~;.~an-:es ~~: 2s~~c~, qu~ 

-:.::nian la misión de asegurar el cas-ri.go -;r. -:01.~s los r::..:.sos -:-::1..i..:_ 



ti vos." (5) 

Al triunfo de la Revolución Francesa, en 1873, se fun­

damenta una nueva concepción juridico-f isiológica del pensamie~ 

to, lo que transforma de una manera radical el orden político y 

social, no sólo del pueblo francés, sino de gran parte del mun­

do. Las leyes expedidas por la Asamblea Constituyente son, afi~ 

mativamente, el antecedente inmediato de la Institución del Mi­

nis~erio Público. 

Asimismo, la In&tituoión fue perfeccionada en Francia 

por la Segunda República, encomendando a los comisarios las fun 

cienes encargadas al procurador y al abogado del Rey. 

Por lo tanto, los comisario& promueven la acción penal 

asi como la ejecución de las penas y representan los intereses 

de aquéllos que debían sostener la acusación en el juicio. 

Por Ley del 20 de abril de 1810, el Ministerio Públi­

co en Francia dependerá exclusivar.lJ:lente del Ejecutivo y se le 
asignan las funciones de requerimiento y de ación ante los tri­

bunales. 

D) ESPAÜA .. - Re~ul.ta capital el estudio de. las Insti­

tuciones Jurídicas en España, pues a ellas debemos en gran par­

te :a= que nos rigen; las Leyes de Recopilación, expedidas por 

Fel~pe :r en 1576, reglamentan las funciones de los Procuradores 

fis-::.eles que ::.c1Jsaban cuando no lo hacia el acusador privado y 

ac"":i.:.a~an en :-e?resentación del. Rey, siguiendo sus instrucciones 

fie:men::e. 

( - Rive:.-::. 5:.!·;a, :1-anuel, EL PRCCEDIMIENTO PEUAL. Editorial -
Por~~a .. ~ixico !375. Pag. 59. 

?.:ver~ ::.:·13.,' Manuel, IDEM. Pag. 69. 
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E) MEXICO.- España, que impuso en México Colonial su 

legislación, también estableció su organización por lo que res­

pecta al Ministerio Público. 

La Recopilación de Indias, en Ley de Octubre de 1626 

y 1632, ordenaba : "Es nuestra merced y voluntad que en cada una 

de las reales audiencias de Lima y México haya dos fiscales; que 

el má~ antiguo sirva la plaza, en todo lo civil y el otro en lo 

criminal." (6). 

Tanto en la Colonia como en España, existían dos oid~ 

res; el primero representaba los intereses hacendarías y el s~ 

gundo realizaba las funciones de acusador público. 

Debido a la distancia geográfica existente entre el 

Contin~nte Americano y el Europeo, e~ fácil comprender porqué 
las determinaciones originales en materia jurídica, que nacían 

1a mayoría de las ocasiones con un sentir españolizada, cuando 

eran trasplantadas a 1a vida co1onial sufrían ciertas modifica­

ciones, no en su sentido, sino en la ap1icacián e, interpretación 

Volviendo a nuestro análisis de antecedentes, el Fis­

cal de la Nueva España tenía facultades expresas para desisti~­

se de la acción penal en cualquier momento del procesa, con la 

excepción de que el de1ito cometido hubiera provocado un males­

tar social, por lo que de este modo debería seguirse de oficio. 

Resalta la evidencia del an~ecedente de la Insti~u -­

ción del Ministerio Público en nuest~a legislación, aunque no 

existeria en sus primeras manifestaciones una armonía reglamen­

~aria y su carác~er fuese impreciso e i~adecuado. 

(6) V. Cas-:ro, Ju··•=m-:ino. EL M.INIS7EiG'.'.J PUBLIC0 EU MEXIl'.:O. Ed.f. 
toi'ia1· !'err'úa;. MéXiC0.19!º. Pág. e. 
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Javier Piña y Palacios., citado por Juventino V. Castro 

haciendo un resumen de cómo se ha establecido en México el Mini.!_ 

terio Público., afirma que hay en él tres elementos: el francés, 

el español y el nacional. 

"Del ordenamiento francés tomó como característica 

principal la de la unidad e -indivisibilidad, pues cuando actuá 

el agente de Ministerio Público, lo hace a nombre y en represe~ 

tación de toda la Institución. 

La influencia española se encuentra en e1 procedimieE 

to, cuando el Ministerio Público formula conclusiones que si -

guen los mismos lineamientos formales de un pedimento delFiscal 

en.la Inquisición. 

En cuan~o a la influencia exclusivamente nacional, é~ 

ta se hace presente en la preparación del ejercicio de laacción 

penal, ya que en México, a diferencia de lo que sucede en Fran­

cia, el. medio preparatorio del ejercicio de la acción penal. está 

reservado exclusivamente al Ministerio Público que es el jefede 

la Policia Judicial." (7) 

Nacido México a la vida independiente,. en la Constit_!! 

ción de Apatzingan se establece que en el Supremo Tribunal de 

Justicia deberían existir dos fiscales,. y su nombramiento se h~ 

~ia por conducto del Poder Legislativo, a propuesta del Ejecuti 

vo. 

En la ConsLitución de 1824, se establece que deberá 

formar par~e de la Suprema corte de Justicia~ un fiscal, debie~ 

do nar-=~ar~= c~ros adscritos a los Tribunales de Circuito. 

( 7) 
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Aparece la Ley del 14 de febrero de 1826, en la que se 

est.iblece que el Ministerio Fiscal deberá intervenir tanto en las 

causas criminales como en las civiles, cuando éstas tengan inte­

rés para la Federación, o en aquellas que intervenga alguna aut~ 

ridad en conflicto de jurisdicción. Se vislumbra ya en dicha or­

denanza, la necesidad que el Estado tiene que contar con funcion~ 

rios que defiendan las causas que le interesan y buscar personas 

apropiadas para que lleven a efecto los fines proteccionistas. 

Otra de 'las obligaciones de los funcionarios que acab~ 

mos de analizar es la de realizar visitas semanarias a las cárceles. 

La Ley.del 22 de. mayo de 1834, reconoce la existencia 

de1 Ministerio Público Fiscal, el cual debe intervenir en toda 

~ausa de carácter criminal, además de en aquellos asuntos que le 

interesen a la Nación, nombrando para tal efecto a un promotor -

fiscal. 

La Ley de Lares, dictada en 1853, dispuso en definiti­

va que se le concediera al Ministerio Fiscal la misma categoría 

que.la ofrecida a los Magistrados de la Suprema Corte de Justi -

cia de la Nación. 

Es a partir de 1857, cuando el pueblo mexicano ~siente 

realmente la necesidad urgente de administrarse en todos los as­

pectos de su vida; como ya se ha visto, las leyes aplic~das has­

ta entonces, eran el producto de la legislación española, con 

ciertas apo~taciones propias, pero en lo general, se ca~ecia de 

un criterio propio y había una reglamentación poco prác~ica. 

Se declararon en el documento de 1857~ les Co~s~itu1e~ 

~es porque todas las disposiciones habidas desde 1853? en lo que 

se refiere a la administración de justicia, fueran insu~sist~n -

~es. Aparece por primera vez en nues~ra legislación el ~éroino 

procurador gen~ral 7 concediéndole una gran importanc~a, ~ah~~ a 
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él como a sus funciones, por ejemplo, el Articulo 91 de dicho 
ordenamiento establece que la Suprema Corte de Justicia se comp~ 

ne de 11 Ministros Propietarios, 4 Supernumerarios, un Fiscal y 

un Procurador General. 

La Ley del 19 de julio de 1862 trata de reglamentar por 

primera vez la Institución, deslindando las funcio.nes del Minis­

terio Fiscal y las propias del Procurador General. 

Don Benito Júarez expidió en 1869 la Ley de Jurados 

Criminales para el Distrito Federal, que estableció 3 promotores 

o procuradores, a los que por primera vez se les llama Represen­

tantes del Ministerio Público; No constituían una organización, 

eran independientes entre si y estaban desvinculados de la parte 

civil.. 

En el año de 1880, se promulgó el primer Código de P~ 

cedimientos Pena1es, en e1 que se establece como organización CO!!. 
?'leta del Ministerio Pú

0

blico, asignándole como función 1a de p~ 
mover y auxiliar a la administración de justicia en sus diferen­

-~~ ~amas, sin reconocer el ejercicio privado de la acción pena1. 

Se consagran algunos derechos para e1 procesado, c09K> 

el derecho de defensa, la invio1abilidad del doaici1io, la 1ibe,!. 

-:ad causional, etc., y en cuanto a la victima del de1ito, se in_!! 

-:i-:uye la obligación para el delincuente de reparar el daño .. 

el segundo Código de Procedimientos Penales se promul­

gó en 1894, mejorando la Institución del Ministerio Público, am­

pl~ando su interv;~c~ón en el proceso, la establece con las ca-­

rac~e~is~icas y :i~~i~Cades del Ministerio Público Francés: como 

r.tiecbro d~ la policía j1Jciicial y como auxiliar de la adm.inis1:ra­

=ión de la justicia. 

2ajo ~l g~=~~~no del Gener~l Po~firio Diaz~ en ei año 



de 1903, se expide la primera Ley Orgánica del Ministerio Públi­

co, estableciéndola, ya no como auxiliar de la administración de 

la justicia, sino como parte en juicio, interviniendo enlosasun 

tos en que se afecta el interés público, el cual será precidido 

por un procurador de justicia, dándole unidad y dirección,hacié.!!.. 

dosele depender del Ejecutivo. 

El Maestro Rivera Silva nos presenta en su obracitada 

las siguientes palabras del Presidente Porfirio Diaz, conmotivo 

del informe que rindió ante el Congreso en el año de 1903,hacien 

do alusión a la Institución y las causas que le dan forma: 

•uno de los principales objetos de esta Ley es definir 

el carácter especial que compete a la Institución del Ministerio 

Público, prescindiendo del concepto que se le ha reputado siem­

pre como auxiliar de la administración de la justicid. El Mini~ 

terio Público es el representante de la sociedad ante los trib~ 

nales, para reclamar el cumplimiento de la ley y el restableci­

miento del orden social cuando ha sufrido un quebrantamiento. El · 

medio que ejercitaba por razón de su oficio, consiste en la ac-- _ 

ción pública, es por consiguiente una parte y no un auxiliar, ~ 

ra recoger todas las hue11as de1 delito y aun de practicar ante 

si las di1igencias urgentes que tienden a fijar la existencia de 

éste o de sus autores. • (8) 

Mediante la Ley Orgánica del Ministerio Púb1ico Fede-­

ral del 16 de diciembre de 1908, se estableció que el Ministerio 

Público Federal fuera una institución auxiliar de la administra­

ción de justicia en el orden federal, encargada de procurar la -

persecución, investigación y represión de los delitos de compe-­

tencia de los Tribunales Federales y de defender los intereses -

de la Federación ante la Suprema Corte de Justicia, Tribunales -

( 8 ) Rivera Silva, Manuel. EL PROCEDIMIENTO PE~AL. F.d~:orial 
Porrúa. México 1975. Pág. 71. 
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de Circuito y Juzgados de Distrito, dependiendo sus funciones del 

Poder Ejecutivo, por conducto de la Secretaría de Justicia. 

La Constitución de 1917, tiene matices .de~ proyección 

social de gran trascendencia para.la vida de nuestro país, en -­

consecuencia, la implantación era necesaria y la justificación -

que Don Venustiano Carranza, como jefe del país esgrime, con ba­

se en la organización del Ministerio Público y concretamente, 

con el Artículo 21 de la Carta Fundamental, es la siguiente: 

"Las leyes vigentes, tanto en el orden federal como en 

el común, han adoptado la Institución del Ministerio Público, p~ 

ro esta·adopción ha sido nominal, porque la función asignada a 

los representantes de aquél, tiene un carácte~ meramente decora­

tivo para la recta y pronta administración de la justicia. 

Los jueces mexicanos han sido, durante el periodo co-­

rrido desde la consumación de la Independencia hasta hoy, igua-­
les a los de la epoca colonia1 ;· ellos son los encargados de ave­

r!guar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre -

se han considerado autorizados a emprender verdaderos asaltos -­

contra los reos para obligarlos· a confesar, 1o que sin duda alg~ 

~a Cesnaturaliza las funciones de la judicatura. 

La sociedad entera recuerda horrorizada los atentados 

cometidos por jueces que, ansiosos de renombre, veían con posi~~ 

va fruición que llegase a sus manos en proceso, que les permití~ 

ra desplegar un sis~ema cbmpleto de opresión, en muchos casos 

con~ra personas i~ccentes y en otros con~ra la tranquilidad y el 

~onor de las familias, no respetando en sus inquisiciones, ni 

:.as barreras mi.s¡:ias q_•.ie terminant:emente establecía la ley4 

La ois::::.a :::-gani::.ación del Ministerio Público, a 1'3. •.tez 

~u-e e·1itará e.s"te s.:.s-:er:i.a procesal tan vicioso, !"estituyendo a -­

~os jueces ~oca :a ~ignidad y toda la respetabilidad de la :::.agi~ 
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t~~tura, dará a1 Minis~erio Püblico toda la importancia que le 

corresponde, dejando exclusivamente a su cargo la persecución de 

los de1itos, en busca de los elementos de convicción, que ya no 

se hará por procedimientos a~entatorios y reprobados, y la apre­

her.sión de los delincuentes. 

Por otra parte, el Ministerio Público, con la policía 

judicial represiva a su disposición, quitará a presidentes auni­

cipales y a la policía coaún la posibilidad que hasta hoy han t~ 

riido que aprehender a cuantas personas juzgan sospechosas, ·sin 

más méritos.que su criterio particular. 

Con la Institución del Ministerio Público, tal como se 

propone, la libertad individual quedará asegurada; porque según 

el articulo 16~ nadie podrá ser detenido, sino por orden _de 1a 

autoridad judicial, 1a que no podrá expedirla, sino en 1os te~ 
nos y con los requisitos que el mismo artículo exige ••• n (9). 

Con la nueva Ley Orgánica del Ministerio Público para 

el Distrito y Territorios Federales, expedida en 1919. se trata 

de poner a tono las nuevas tendencias de la Const"it:ución de 1917., 

estab1ecicndo 1a Institución como única depositaria de 1a acción 

penal.. 

La Ley Orgánica del Ministerio Público del fuero común 

de 1929 da mayor importancia a la Institución y crea e1 Departa­

mento de Investigaciones, con agentes adscritos a las delegacio­

nes, que substituyen a los antiguos comisarios. A1 frente de la 

I~stitución se establece como jefe al Procurador de Justicia del 

Distri-to. 

En -1934, se expidió la Ley Orgánica del. Ministerio Pú­

blico Federa]., que pone a l.a In.s"ti t:ución en aptitud de cumplir 

(9) Acosta V. Carlos Ulises. MANUAL DE AVERIGUACION PREVIA. Edi 
torial Cajica. Puebla, Pue. México 1979. Págs. 156 y 156. -
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su importante misión, erigiendo a la cabeza a un Procurado~ ~e­

neral de 1a República; se acomodó a~ Ministerio Púb1ico, al ~s­

piri tu de1 Artículo 102 Constitucic::al, pues si bien in"te::-v.e:-.ia 

con anterioridad en la promoción de la acción penal y en 1a ~c­

presentación del Estado Mexicano, d~scuidaba la función ~mp=~-­

tantísima de consejero jurídico del Gobierno. 

Entre las funciones principales que establece la Ley 

Orgánica del Ministerio Púb1ico Federal del 31 de diciembr~ de 

1941, está la de vigilar que las autoridades del país sean és-­

tas federales o locales, cumplan con los preceptos de la Cc~sti 

tución Federa1. · 

Durante .el mandato del P'!"esidente Adol.fo Ruiz Co:-~::!?'?Z 

fue pub1icada en 1955, una nueva Ley Orgánica del Ministerio P.Q. 

blico Federal. En el Articulo lº se establecen las atribuciones 

del Ministerio Público Federal, el cual es dueño del ejercicio 

de la acción penal en los delitos del orden federal y deber~ -­

ser auxiliado por la policía judicial, practicar las averigua-­

ciones previas a la consignación ante 1os tribunales, hasta ag2 

tar todos 1os recursos 1egales a fin de aportar las pruebas que 

de•uestren la existencia de los delitos y las que conduzcan a 

dete!"llinar la reEponsabilidad de los infrac-rores. 

La Ley de la Procuraduría General de la República que 

está vigente, es de octubre de 1974 y sustituye a la Ley Orgáni 

ca del Ministerio Público Federal de noviembre de 1955. 

Bajo el Gobierno del Presidente, Licenciado José López 

Portillo, se expidió la actual ley vigente de la Procuraduría­

General del Distrito Federal, del 5 de diciembre de 1977. 
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3.- TEXTO CONSTITUCIONAL 

La fundamentación del Ministerio Público se encuentra 

establecida en los Artículos 21, 73 y 102 de nuestra Constitución. 

Por lo que respecta al Articulo 21, consigna en rela­

cen el Ministerio Público, lo siguiente: 

"La persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la policía judicial, la cual estará bajo la autori­

dad y mando de aquél ••• " 

El Articulo 73, Francción VI señala: "El "inisterio PÉ_ 

blico en el Distrito Federal y en los territorios estará a c~r­

go de un Procurador General que residirá en la Ciudad de México 

y del número de agentea que determina la Ley, dependiendo dicho 

funcionario directament~ del Presidente de la Repúb1ica, quien 

lo nombrará y removerá libremente." 

En este precepto constitucional se hace aención de en 

quien deben residir las funciones especificas del Ministerio P.!l 

blico 9 pero no lo organiza, de tal manera que para t:erier conoc.! 

miento de ello es necesario acudir al contenido de preceptos l~ 

gales secundarios, como lo es la Ley Orgánica de laProcuraduria 

General de Justicia del Distrito Federalª 

El Articulo 102 Constitucional que da la base legal 

del Ministerio Público Federal nos dice a la letra: 

~La Ley organizará al Ministerio Público de la Feder~ 

ción, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ej~ 

cutivo, de acuerdo con la Ley respectiva,. debiendo estar presi­

didos por el Procurador General, el que deberá tener las cuali­

dades requeridas para ser Ministro de la Suprema Corte de Justiciaª 
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Incumbe al Ministerio Público de la FeCéración 1a pe~ 

secución ante los tribunales de todos los delitos de orden fed!:. 

ral y, por lo mismo., a él corresponderá so1ici~a~ las Órdenes 

de aprehensión contra los inculpados, buscar y presentar las 

pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos., hacer que los 

juicios se sigan con toda regularidad para que la administra-­

ción de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de 

las penas e intervenir en todos ·ios negocios que !a ley determine. 

El Procurador General de la República intervendrá pe~ 

sonalmente en las controversias que se suscitaren entre dos o -

más Es"tadoa de la Unión .. entre un Estado y la Federació
0

n 9 o en­

tre dos poderes de un mismo Estado. 

En todos los negocios en que la ·Federación fu~se par­

te , en l.os casos de los dip1omáticos y los cónsules genera1e's 

y en los demás en que deba intervenir el Ministerio Público de 

1a Federación, el ProCurador General lo hará por si o p~r medio 

de sus agentes. 

El Procurador General de la República será consejero 

jurídico de1 Gobierno; tanto él como sus agentes serán respons~ 

bles de toda falta, omisión o violación a la ley, en que incu-­

rran con motivo d·e sus funciones." 

La Ley supletoria a que hace mención el Articulo de 

nuestro máximo ordenamiento, es la Ley de la Procuraduría Gene­

ral de la República. 
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l. - CONCEPTO 

En el presente capitu1o, daremos una visión general de 

la primera etapa del procedimiento y de lo que es la averigua 

ción previa, empezando por dar una definición de ésta. 

Para tal efecto, nos apoyaremos primero en aquellas d~ 

das por prominentes juristas. 

"Como base del procedimiento penal puede definirse la 

averiguación previa como la etapa procedimental durante la cual 

el órgano investigador realiza todas aquellas diligencias neces~ 

rías para comprobar~ en su caso, el cuerpo del delito y la pre-­

sunta responsabilidad y optar por el ejercicio o abstención, de 

la acción penal." (10) 

F~rnando Arilla Bas, dice al respecto: 

•El periodo de preparación del ejercicio de la acción 

penal, que las leyes de procediaiento acostumbran a denominar de 

averiguación previa. tiene por objeto. como su aismo nombre lo -

indica. reunir los requisitoa exigidos en e1 Artículo 16 de la 

Constitución General de 1a República, para el ejercicio de la a~ 

ción penal. E(1 desarrollo de este periodo compete al Ministerio 

Público." (11) 

Por su parte García Ramirez indica: 

"La averiguación previa, de la que generalaente se SO,!! 

tiene su naturaleza administrativa seguida ante la autoridad del 

(10) Osario y Nieto. César Augusto. LA AVERIGUACIOH PREVIA Edi 
torial Por~úa. México 1981. Pág. 15. -

(lll Arilla Bas, Fernando. EL PROCEDIMIENTO PENAL EN MEXICO. -­
Editores Mexicanos. México. Pág. ~;. 
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M.P. y de la Policía Judicial, tiene como objetivo directo prep~ 

rar la determinación del Ministerio Público, entendida ésta en -

amplio sentido, por igual comprensivo, del ejercicio de la ac­

cción penal o del no ejercicio, que se traduce en el sobresei-­

miento administrativo, regularmente denominado archivo." (12) 

El Código Federal de Procedimientos Penales, en su Ar­

ticulo lº, dice: 

afirma: 

"El procedimiento penal federal tiene cuatro períodos: 

I.- El de averiguación previa a la consignación a los 

tribunales, que comprende las diligencias legalme!!. 

te necesarias para que Ministerio Público pueda r~ 

solver si ejercita la acción penal .•• " 

Para abundar aún más Juan José González Bustamante 

"El Código Fede~a.l. de Procedimientos divide el procedi 

aiento· penal en cuatro fases: la primera es la averiguación pre­

via a la consignación a los tribunales, llamada también fase pr~ 

procesal, que tiene por objeto invest"igar el delito y recoger las 

pruebas indispensables para q?e el Ministerio Püblico se encuen­

tre en condiciones de resolver si ejercita o no la acción penal. 

E~, en otros ~érminos, el medio preparatorio al ejercicio de la 

acción .. " (l.3) 

"La averiguación previa en si, tal como está concebi­

da actualmente, tiene todas las características del procedimie~ 

to inquisitorio, pues es escr~to, secreto, unilateral, no con-­

tradictorio, sin derecho real a la defensa, ni de intervención 

( 12) Garcia Ramírez, Sergio. DERECHC ?R0CESAL PEHAL. Edi :orial 
Porrúa. México 1980 Pág. 374. 

( 13) González austamante, Juan José. ~RI?St:;IPIO~ 1?E D~R~~HO .t:RQ. 
CESAL PE?U·.!.. MEXICANO. Ed!.-r;orial :-;;.rrua. Hex!.-::o .._9, J.. Pag. 
123. 
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del defensor en 1as diligencias que practique e1 funcionario e~ 

cárgado de ellas, con incomunicación parcial de los detenidos -

hacia el exterior; sus métodos de investigación siguen siendo -

los pretéritos, ya que las ciencias de criminología no han podf 

do descubrir nuevos." (14) 

De las definiciones anteriormente transcritas, pode-­

mas colegir que la averiguación previa es la primera etapa del 

procedimiento penal mexicano que se efectúa ante la autoridad -

administrativa: Ministerio Público y en la que se reunen en fo­

raa secreta los elementos de prueba que sirven, no sólo para i~ 

tegrar el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad del -

inculpado para ejercitar la acción penal o la abs~ención de és­

ta, sino también como pruebas p1enas en el periodo de juicio Ca 

pesar de no haber sido presenciadas por el juez) para fundamen­

~ar con e1las total o parcia~~~nte la sentencia definitiva. 

2.- REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD 

Los requisitos de procedibilidad son 1as condicione.s 

legales que deben cumplirse para iniciar una averiguación p~e-­

via y en su caso ejercitar 1a acción penal contra el probable ~ 

~esponsable de la conducta típica. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Hexic!t 

nos, alude en su Articulo 16 como requisitos de procedibilidad, 

la denuncia, la acusación o querella. Por su parte el Articulo, 

2: del mismo ordenamiento, establece la atribución del Ministe­

~io Público de perseguir los delitos, atribución que debe enteg 

Gerse en ese caso en el sentido preprocesal y que abarca preci­

samente, la averiguación previa constituida por la actividad i~ 

vestigadora del Ministerio Público, esto es, cuando tiene cono-

-=icien1:o de un hecho de1.ic1:ivo, a tra•1és, como quedó asentado 

(lto.) Pérez Palma, Rafael. GUIA DE DERECHO PROCESAL PE~l;..L, .EC::.­
torial Cárdenas Editor y Distribudor, México 1575. Pág. -
2•6. 
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anteriormente, de una denuncia, acusación o querella. 

¿ Qué debemos entender por denuncia ? pues bien, 11 La denuncia es 

una participación de conocimiento, hecha a la autoridad campe-­

tente, sobre la comisión de un delito que se persigue de oficioº 

(15). 

"La denuncia es la relación de actos que se suponen delictivos, 

hecha ante la autoridad investigadora con el fin de que cstá­

tenga conocimiento de ell.os." e 16) 

Cabe hacer notar que la denuncia la puede hacer cual­

quier persona, no así la querella como la veremos posteriormen­

te, la denuncia procede únicamente sobre aquellos delitos que 

sólo se pueden perseguir de oficio y la cual se debe hacer ante 

el órgano inv~stigador, haciendo una narración de los a~tos que 

se estiman del.ictuosos. Por úl. timo,,,d..irem.os ·que ésta puede pre­

sentarse verba1mente o por escrito. 

Ahora bien, ¿ que debemos entender por quere11a ?, -­
"Es tanfo una par"ticipacfán_ de. cc~::cimiento sobre la -=~~i.-;;ión -

de un delito, de entre aquéllos que sólo se pueden perseguir a 

instancia de parte, como la declaración de voluntad formulada 

por el interesado ante l.a autoridad pertinente a efecto de que 

tomando en cuenta la existencia del delito se le persiga jurídi 

ca.mente y se sancione a los responsables." (17) 

"La querella es la relación de hechos expuesta por el 

ofendido ante el Organo Investigador, con el deseo manifiesto­

de que se persiga al autor del. delito." (18) 

(16) Rivera Silva, Manuel. EL PROCEDIMIENTO PENAL. Editorial -
?arrúa. México 1975. P~g. 108. 

(17) García Ramirez, Serg~o. DER~CHO PROCESAL PENAL. Edi~or:a: 
Porrúa. México 1980. Págs. 380 y 381. 

(16) :!ivera Silva, Manuel. EL PROCEDIMIEUTO PEUAL. Edit:orial -
?orrúa. Pág. 118. 
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Como podemos ver., en este caso 1.a relación de hechos -

que se estiman delictuosos solamente la puede hacer la parte 

ofendida por el delito o sus representantes y así tendremos que 

las personas facultadas para querellarse serán., de acuerdo al -

Articulo 264 del Código de Procedimientos Penales para el. Dis -

'trito Federal: "Cualquier ofendido por un il.Ícito inclusive 

siendo éste un menor de edad y lo manifieste verbal.mente; en el 

caso de 1os incapaces podrán presentar la querell.a 1.os aseen-­

dientes y, a fal.ta de éstos los hermanos o los que los represe!!. 

ten l.egalmente; las personas morales podrán querellarse por co~ 

dueto de apoderado, con poder general para pleitos y cobranzas, 

con cláusula especial para querellarse; y 1as personas fÍsicas­

pueden formular querella median~e poder general con cláusula e~ 

pecial, salvo los casos de rapto, estupro o adulterio. 

El Código Penal ex'tiende el derecho de querella en dos 

casos excepcionales que son: 

A.- En el caso de rapto, en que puede querellarse el 
marido de lü mujer raptada que fuere casada. 

B.- En caso de injuria, difamación o calumnia hecha 

en ofensa de un difunto con posterioridad a su fallecimiento, -

en que pueden querellarse el cónyuge, los ascendientes, los de~ 
cendientes o los hermanos. 

Por lo que respecta a los delitos, únicamente persegi 
bles por querella y de conformidad con lo dispuesto en el Códi­

go Penal para el Distri~o y Territorios federales, tenemos: da~ 

ño en propiedad ajena y lesiones (Articulo 199, 289,290), peli­

g:'o de contagio ent:re cónyuges (Articulo 199 bis), estupro (Ar­

~!culo 263), rapto (Articulo 171) Adulterio CArticu1o 274) aba~ 

dono de cónyuge (Articule 337), golpes y violencia físicas sim­

~les (Articulo 346), ir.:\:!"ias, difamación y calumnia (Art.iculo-

3SO), robo o fraude come~ido entre ascendientes y descendi~r.tes 
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no produce responsabilidad contra un ~ercero ajeno a dicho pa-­

rentezco que intervenga CArts. 377 y 390), robo y fraude entre 

cónyuge, suegro y yerno o nuera, entre padrastro e hijastro, 

entre hermanos CArts. 378 y 390), abuso de confianza CA:rt·. 385, 

son aplicables a este delito los Arts. 377 y 378). 

Al igual que la denunci, la querella puede presentar­

se indistintamente ante el Ministerio Püblico en forma escrita 

o en su defecto verbalmente. 

Existe también el principio denominado de oficialidad 

y el cUal se encuentra contenido en el Articulo 113 del Código 

Federal de Procedimien~os Penales y en el Articulo 262 del Códi 
go de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y que re~ 

pectivamente anotan lo siguiente: 

"ART. 113.- Los funcionarios y agentes de polícia j~ 

dicial están obligados a proceder de oficio a la investigación 

de los delitos del orden federal de que tengan noticia ••• " 

"ART. 262.- Todos los funcionarios de policia judi-­

cial están ob1igados a proceder de oficio a la investigación de 

los delitos de que tengan noticia •.• " 

Consideramos que la iniciación de oficio autorizada 

por los Artículos 113 del Código Federal de Procedimientos Pen!!._ 

les, así como el Articulo 262 del Código de Procedimientos Pen~ 

les para el Distrito Federal~ es violatoria al Artículo 16 de 

nuestro máximo ordenamientoy toda vez que de acuerdo a este pr~ 

cepto legal~ el período que es llamado de averiguación previa, 

solamente puede ser iniciado ?~evia denuncia o querella en sus 

respectivos casos. 

Ahora bieny la Cenuncia o la querella para ser váli-­

das y servir de inicio a una av~riguación previa, deben reali--
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zarse an'te el Ministerio Público, de acuerdo a lo establ.ecido en 

el Articulo 21 Constitucional, que contiene la atribución del Mi 
nisterio Público de averiguar, investigar y perseguir los deli-­

tos, y esto, como quedó asentado anteriormente se ll"eva a cabo -

en l.a averiguación previa. 

El problema que a continuación trataremos es el de e~ 

lumbrar el limite de carácter temporal dentro del cual se suc~ 

de la averiguación previa y para ella analizaremos dos situaci2 

nes a saber: 

a) cuando el inculpado, objeto del proceso no se en­

cuentra detenido, y 

b) cuando éste se encuentra detenido. 

En el primer caso la ley no estipula ningún lapso de 

tiempo de duración para el periodo de averiguación previa. 

Por lo que respecta a1 segundo punto, o sea habiendo 

sido detenido, la averiguación previa tiene un 1í.ai~e de 2~ hrs. 

de acuerdo a 1o estipu1ado por 1a Fracción XVIII de1 Articulo 

~07 de nuestro ordenamiento constituciona1, conforme a 1o mani­

festado en sus párrafos tercero y cuarto que a la letra dicen: 

"También será consignado a la autoridad o agente de 

e11a, al que realizada una aprehensión, no pusiere al detenidoa 

disposición de su juez, dentro de las 2~ horas siguientes. 

Si la detención se verificare fuera del lugar en que 

resida el juez, al término mencionado se agregará el suficiente 

?ara recorrer la distancia que hubiese entre dicho lugar yaquel 

en qce se efectuó la detención." 

El precep'to consti tuciona1 antes tra::.sc!"ito en la prá.!:, 
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tica no es observado por el Ministerio Público, por lo que deja 

al inculpa.do privado de su libertad por un tiempo corto o largo 

pero sieapre indeterminado, lo que constituye una injusticia del 

mismo contra el inculpado. 

El Articulo 212 del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal, manifiesta lo siguiente en relación 

con lo anotado: 

"Cuando el acusado sea aprehendido, el Ministerio Pú­

blico estará obligado, bajo su más estricta responsabilidad, a 

poner inmediataaente al detenido a disposición de la autoridad 

judicial, al efecto, el acta correspondiente. 11 

De lo anteriormente visto, no estamos de acuerdo en lo 

que se refiere a que la averiguación previa con detenido deba -

durar ús de 21.¡. horas, con.tadas a partir del momento. de la apr!:_ 

hensión, sa1vo 1o dispues~o para ei caso de la lejanía entre el 

juez y el 1ugar.de 1a aprehensión. 

Dice Angel Osario y Gallardo, citado por Recaséns: 

"Cierto que la policía debe detener a un sujeto por 

iniciativa propia o por petición de cualquier ciudadano que se 

haga responsab1e de la solicitud. Pero la policía no tiene esas 

atribuciones de modo ilimitado, sino muy constreñidas, ya que 

en un p1azo breve, por regla general de veinticuatro horas en 

1os paises civilizados, tiene que poner a1 detenido a disposi-­

ción del juez." (19) 

(19) ReCaséns Siches, Luis. TRATADO GENERAL. DE LA FILOSOFIA 
DEL DER~:Ho. Editorial Porrúa. ~éxico 1970. Pág. 573. 
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·3.- CUERPO DEL DELITO Y PROBABLE RESPONSABILIDAD. 

Es indubitable que una de las principaies funciones del 

Ministerio Público es la de integrar el cuerpo del del.i to y ha-­

cer probable la responsabilidad del indiciado; función que debe 

desarrollarse desde el preciso momento en que dichoinvestigador 

tiene conocimiento de un hecho que pudiera ser conatitutivo del 

delito. 

Las actividades a realizar por dicha autoridad están 

claramente descritas en el Código de Procedimientos Penal.es pa­

ra el Distrito Federal, en el Titulo Segundo, Sección Primera, 

Capitulo 1°, denominado "Diligencias de Po1icia Judicial e Ins­

trucción , Cuerpo del Delito, Huellas y objetos del mismo•. 

La expresión cuerpo del delito es parte medu1ar del 

procedimiento, en cuanto que éste es estudi~do en dos renglones: 

cuerpo del delito y probable ~esponsabilidad, según estab1ece 

nuestro aáximo ordenamiento en SU ArtÍcU10 19 ª Ahora bien,. COIM> 

quedó asentado an1:erio?.•mente, en relación a que compei:e al Mi-­

nisterio Público la integración del cuerpo del delito, es -i•~~ 
tante anotar que es al Organo Jurisdiccional· a quien correponde 

la comprobación del mismo y esto se lleva a cabo dentro del té~ 

mino constitucional de 72 horas, en el cual el juez goza de am­

plias facultades para comprobar éste, de acuerdo a lo -.anifest~ 

do por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que nos per­

mitimos transcribir: 

"CUERPO DEL DELITO. AMPLITUD DE LA PRUEBA. E1 juez natura1 go­

za en principio de las más amplias facultades para la comproba­

ción del cue:-po del delito, aun cuando se aparte de los cedios 

especificamen~e señalados por la ley, con tal de que los em­

pleados no impugnen con la propia ley, con la moral o con las 

buenas cos~um.bre." (20). 

(20) Ajéndice de Jurisprudencia 1917-1975. Primera Sala. Tésis 
?;:l:. ';2. Pág. 200. 
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Para la comprobación del cuerpo· del. delito existen 

dos reglas, a saber: la genérica y l.a especial, según se de.s-. 

prende del Código de Procedimientos Penales para el Distrito F~. 

deral. La primera ·de las enunciadas, consiste en atender a to-. 

dos y cda uno de los elementos materiales contenidos en el tipo 

legal, la segunda tiene una forma de comprobación especial para 
los delitos de: homicidio, aborto~ infanticidio, robo, abuso de 

confianza, peculado, daño en propiedad ajena, por incendio y 

falsificación de documentos. 

Ahora bien, nos permitimos anotar lo manifestado por 

el ilustre jurista Colín Sánchez, en relación con el cuerpo del 

delito, ya que éste lo identifica con la tipicidad: "Tipo deli~ 

tivo y corpus delicti. son ronceptos dependientes uno del. otro; 

el. primero se refiere a la conducta previamente considerada an­

tijurídica por el legislador y el. segundo a la realización de­

lito; en consecuencia, para que pueda darse el cuerpo de un de­

lito deterainado, deberá existir previamente el tipo delictivo 

correspondiente." (21) 

Argumentando el mismo autor lo siguiente: "Corpus de­

licti es en concepto de gran importancia en el Derecho de Pro­

cedimientos Penales, debido a que la comprobación de la conduc­

ta o punible descrito por el legislador y entendido como un to­

do unitarió en los elementos que lo integran, es la base en que 

se sustenta; y sin ello, según criterio de la Supreca Corte de 

Justicia de l.a Nación, no puede declararse la responsabilidad 

del acusado, ni imponérsele pena alguna .. " (22) 

Es importante anotar lo maniEcstado por la 

Corte de Justicia de la Nación en relación al concept:o 

al cuerpo de1 delito que dice a la letra: 

Suprema 

que da 

C21) Col.:n Sánchez, Guillermo. DERECHO MEXICANO DE .?:<O:.i::t;::,¡11JEff 
TOS PENALES. Editori~l Porrú~. México 1970. p¿g_ 2i5. -

('22) Col:.n Sáni::hez Guillermo. DEREC!iO MEXICANO DE P?"'..".::::.::>:~IEU 
':'OS P:::UALES. Ed .. Porrúa, M~x. 1970 .. Pág. ::.7i- .. 
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CUERPO DEL DELITO. CONCEPTO DE.- Por cuerp? del delito debe en­

tenderse el conjunto de elementos objetivos o externos que con~ 

tituyan la materialidad de la figura delictiva descrita concre­

tamente por la Ley Penal. (23) 

Ante tal concepto el Maestro Colín Sánchez, sustenta 

lo siguiente, aduciendo11 
•••• que el. legislador consideró por cue_E 

po del delito los elementos materiales de la propia infracción, 

pero a nuestro entender, tal criterio no es c·orrecto. Existen -

infracciones en las que es necesario para integrar el cuerpodel 

delito, determinar algunos otros elementos del injusto punible ; 

como los elementos típicos subjetivos y los normativos, mismos 

que ateniéndose estrictamente al. criterio del l.egislador y de la 

Suprema Corte quedarían excluidos, y en tal caso, nos atendría­

mos exclusivamente a los elementos objetivos; es decir, a aqué­

llos que sólo pueden ser conocidos por la aplicación de lo~ se~ 

tidos, o sea objetivamente." (24) 

Múltiples teorías se han elaborado en relación al te­

ma tan controvertido como lo es del cuerpo del delito, por lo 

que únicamente nos inclinamos por lo manifestado por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y el Haestro Guillermo Colín Sá~ 
chez. Lo que si es bien cierto es que todos y cada uno de los 

elementos que integran dicho cuerpo deben ser siempre plenamen­

te integrados y comprobados. 

Hay responsabilidad probable cuando existen hechos o 

circunstancias accesorias al delito y que permiten suponer fun­
Ca:nente que la persona de que se trata ha tomado participación 

en el delito, ya s~a concibiéndolo, preparándolo o ejecutándo-­

lc, o presentandú s~ cooperación de cualquier especie por acue~ 

dG ?revio o posterior, o ya sea induciendo a alguien a cometer­

le. 

(23) Apéndice de Ju~isp~uce~cia 1917-1975. Prime~a ~ala. Tésis 
?lúm. 93. Pág. '.tc1:. 

(24) Colín Sá.nchez, ~·;!.llo::.nn.c. EL PROCEDIMIENTO PEUAL M.EX!r: . .;tto 
Edi~orial ?or~~a. Mixico 197G. Pág. 279. 



Lo primero pues, que debe plan~earse e in~eg~a~s~ ~s 

el cuerpo del delito, ya que sin és~e ca~ece de sen~ido ha~la~ 

de responsabilidad. Configurando el cuerpo del Celito de~e ~z~i 

tir una probabilidad razonable de que una persona 

haya cometido un delito. 

detercinad¿ 

El Código Penal para el Distrito Federal anota en su 

Articulo 13 lo siguiente: 

"ART. 13.- Son responsables de los delitos: 

I.- Los que intervienen en la concepción, preparación 

o ejecución de ellos. 

II.- Los que inducen o compelen a otros a cometerlos. 

III.-Los que presten auxilio o cooperación de cual -­

quier especie para su ejecución, y 

IV.- Los que, en casos previstos por la Ley, auxilien 

a los delincuentes, una vez que éstos efectuaron su acción de-­

lictuosa. 

En síntesis, cabe decir que es responsable del delito 

quien interviene en su comisión bajo cualquiera de los títulos 

que preve el Artículo antes transcrito, pero esta responsabi1i­

dad deberá ser plenamente demostrada en 1a sentencia, no así en 

cualquier otro estado de1 procedimiento. 

"·- LIMITES 

Después de reunidos los requisitos de procedibilidad, 

así como el cuerpo del delito y 1a probable responsabilidad, -

tenemos los limites de toda averiguación previa que·son: 



1.- La consignación a los Lribunales, y 

2.- la deLerminación de ~o ejercicio de la acc~ón pe­

nal; que se acostumbra a denominar sobreseimiento 

adminisLrativo. 

Por lo que respecta a la consignación César Augusto 

Osorio y Nieto nos dice: 

"La consignación es el acto del Ministerio Público de 

la realización normalmente ordinaria, que se efectúa una vez i~ 

tegrada la averiguación y en virtud del cual, se inicia el eje_E. 

cicio de la acción penal, poniendo a disposición del juez todo 

lo actuado en la mencionada averiguación, así como las personas 

y cosas relacionadas con la averiguación previa en su caso."(25) 

En cuanto a las formalidades especiales para llevar a 

cabo la consignación, la ley procesal no exige ninguna, po!" tan­

to, los únicos requisitos que deberán proceder, son los establ.!:_ 

cides por el Articulo 16 de nuestro máximo ordenamiento. 

El no ejercicio de la acción penal, se sonsulta_en el 

caso de que agotadas las diligencias de averiguación, se deter­

mina que no existe el cuerpo del delito ninguna figura típica y 

por consiguiente, no hay probable responsable o bien que ha op~ 

rada una causa extintiva de la acción penal. En este caso el 

Agente del Ministerio PUblico propone el no ejercicio de la ac­

ción penal y el archivo de la averiguación al procurador , 1os 

Agentes del Ministerio Público, auxiliares del Procurador opi-­

nan sobre la procedencia o improcedencia de autorizar el no 

ejercicio de la acción penal y los Subprocuradores, cualquiera 

de ellos, por delegación de atribuciones del Procurador~ autori 

zarán o negarán el ejercicio de la acción penal. 

(25) Osorio y Nieto, César Augusto. LA AVERIGUACION PREVIA. Edi 
torial Porrúa. México 1981. Pág. 44. 
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Ahora bien, no consideramos a la dete!"r::i;.ac:.~.n :jel 

Minister:.c Público, llamada "reserva" :::oo.o lími~e ::e la a·.•E:-i-­

guación previa, ya que en ninguna forma se :=ian::..Í:.e:5-:;. ;·.:e ~aya 

concluido o que no puedan efectuarse m~s diligencias, sino que 

sólo es un intervalo en espera de nuevos datos que hagan proba­

ble su continuación. 

5.- SU CARACTER SECRETO 

El carácter secreto y clandestinidad que, desde nues­

tro punto de vista, hace presencia en esta etapa del procedi--­

miento penal, en donde el Ministerio Público hace las veces de 

juez, puesto que él es quien dirige la averiguación, a él se le 

ofrec~n las prueb~s, él las desa~oga y el es quiE~ :as valora, 

por lo que estamos en presencia de un juicio de los llamados Í!!, 

quisi ti vos. 

El sistema inquisitivO tiene entre otras, las caráct~ 

risticas de: incomunicación del acusado, secreto o c1andestini­

dad del procedimiento, ausencia de defensor como figura autóno­

ma, emplo de tormento, predominio de la escritura sobre la ora­

lidad, etc. etc. 

En contraposición a este sistema, encon~ramos el sis­

tema acusatorio y tiene como características principales: pred2 

minio de la oralidad sobre la escritura, libertad de acusación, 

la publicidad, libertad de actos de defensa y libertad del juez 

para valorar las pruebas, igualdad procesal, concentración de -

actos procesales. 

Se encuentra también el sistema mixto, el cual tiene 

características del sistema acusatorio y del sistema inquisitivo. 

Nos dice el Maestro García Ramirez en relación de có­

mo se pueden presenciar los dos sistemas dentro del procedimie~ 
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'tO: 

"En la prii:.era fase inst:'uctora o de sumario, se re­

cibEn ciertos elementos fundamentales de la inquisición comoson 

la escritura y el secreto. En una segunda fase, de juzgamiento 

o plenario, hallan cabida ciertas notas características de la 

acusación, como son la oralidad y la publicidad." (26) 

Más adelante el mismo autor en su obra manifiesta lo 

siguiente: ''Si bien de nuestro enjuiciamiento no se ha dicho que 

sea inquisitivo, salvo lo que corresponde al periodo preproce--: 

sal de la averiguación previa. 1' ( 27) 

Como podemos ver de lo escrito anteriormente, el se-­

creta es un principio opuesto al de publicidad, que se presenta 

en el periodo de averiguación previa, sin fundamento legal, en 

el cual se impide un conocimiento total de los actos realizados 

bajo el mando del Ministerio Püblico y 1a Policía Judicial, impi 

diendo tener ingerencia en dichos actos al acusado y a su defen­

sor, por lo que si el Ministerio Público es el representante de 

la sociedad y por tanto, una "institución de buena fé", las di­

ligencias que practique éste no deben hacerse a puerta cerrada 

ya que las pruebas que se reciben en este periodo tendrán una -

resonancia vital en la resolución final del juez (sentencia). 

La Suprema Corte de Justicia ha resuelto, en relación 

al valor probatorio de las diligencias llevadas a cabo por el -

Ministerio Público, lo siguiente: 

"No es exacto que las diligencias practicadas por la 

policía judicial carezcan de validez, porque cuando el Ministe­

rio Público actúa en carácter de autoridad y jefe de policía j~ 

(26) García Ramirez, Sergio. DERECHO PROCESAL PENAL. Editorial 
Porrúa. México 1980. Pág. 89. 

(27) García Ramire~, Sergio. OP. C!T., Pag. 301. 



dicial,el juez puede atribuir eficacia plena proba:=~:..: a -as e! 

ligencias que aquél prac~ique~ sin incurrir er. vic~a=:..=~ :l A:-~i 

culo 21 Const:i tucional." ( 2 8 > 

Pues si bien es cierto que, en el proceso e~ si Cs~:-i­

cto sensul), generalmente se aportan pruebas como se~ los ca:-eos 

constitucionales, se producen las conclusiones del l!:..:-.:.st:eri:::i P~ 

blico y las del defensor, en la mayoría de los ~asas la ser.~~~-­

cia ya está fuertemente influenciada y en ocasiones, decidida -­

por las actuaciones llevadas a cabo en la averiguac:.én pre\·:.a, -

siendo en muchos casos, 1a instrucción y juicio CsLr:.c~o s:~su)­

meras formalidades, de tal suerte que si la averiguación previa 

se efectúa en forma secreta, ante una autoridad que al mis~o 

tiempo acusa, p:-:Jeba, dec.:.c!e y defiende, y a cuyas a=-::·.:ac::.o::es!a 

ley otorga validez probatoria plena y por consiguien~~~ infl~en­

cia importantísima en la sentencia, se está dejando 1a puerta 

abierta a la injusticia. 

Por lo que nos inclinamos en el sentido de que debe ha­

ber pub1icidad en la averiguación previa, dejand~ que las par-­

tes o sus representantes puedan presenciar 1as diligencias y e!!. 

terarse libremente de la averiguación previa, para así mejor d~ 

fender sus intereses sin que haya motivo para pensar, dada 1a -

preparación técniCa del investigador, que se puede entorpecer o 

desnaturalizar 1a instrucción administrativa, y si creemos que 

en esta forma terminarán las nefandas e ilegales prácticas del 

Ministerio Público y su policía judicial, tales como: incomuni­

cación, alteración y falsificación de declaraciones, privacio -

nes injustas de libertad, torturas para obtener confesiones y 

demás actos de corrupción de la autoridad, propiciados por el -

carácter secreto y la clandestinidad que se hace presente en la 

averiguación previa. 

(28) Complicación de Jurisprudencia de 1917-1975. Segunda par­
te. Tésis 232. 



En el sig~~én~e capitulo Lra~a~emos de dar una solu-­
ción al problema q~e 5e presen~a en tan importante etapa ~roce­
dimental, en la cu=:, =~mo hemos ~anifestado con anreric~idad,­
no se le permite al ~nculpado ni a su defensor tener ingerencia 
en los actos realizados bajo el imperio de la e~apa oencionada. 
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DEBE HACERSE LA DESIGNACIOH. 
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l. - CONCEPTO 

En todo régimen en el que prevalezcan las garantías in­

dividuales, al cometerse el delito nace la pretención punitiva e~ 

tatal y con ello, al mismo tiempo, e1 derecho de defensa. 

El derecho de defensa está intimaaente asociado al con­

cepto de libertad, en virtud de que substrae al individuo de lo 
que es arbitrario o de lo que tienda a destruir los derechos que 

otorgan laa_leyea. 

•i.a defensa es una institución no sólo ~conocida, sino 
tota1aente garantizada en-todos los paises civilizados. El hecho 
de que se niegue al procesado la asistencia del defensor o el he­

cho de que a éste se le pongan trabas o no se le den facilidades 

aece~arias_para cumplir su aisión, se considera co•o un atentado 
a la libertad del hombre. como síntoma inconfundible de tiranía y 

como una denegación absoluta de justicia ••• • (29) 

El derecho de defensa en su connotación aás aaplia es 

una Eacultad natural, i•prescindible e irrenunciable, consider~da 

por nuestro máximo ordenamiento como una garantía individual, con 

el ~bjetivo directo de la conservación de la persona. 

Para la existencia de tal derecho, son indispensables 

para su ejercicio de dos personas, a saber: el inculpado y su de­

fensor, el uno presupone al otro, pues si bien es cierto que se 

puede ca.biar al defensor en el transcurso del procedimiento, no 

se destruye la unidad de la defensa. 

( 29) Franco Sodi, Car1os. EL PROCEDIMIENTO PENAL MEXICAllO. Edi t:.2_ 
rial Porrúa. México 19~6. Pág. 87. 
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Ahora bien, del primer párrafo de la fracción IX, del 

Articulo 20 Constitucional, en la cual se establece en relación 

al Derecho de Defensa, que el probable responsable podrá defen-­

derse por si mismo o delegar su defensa a una persona, sin hacer 

~ención de que la designación deba recaer en un profesional dela 

materia; para mejor entendimiento, nos permitimos anotar lo pre-· 

ceptuado por dicho ordenamiento, para así poder vertir una opi-­

nión concreta en cuanto a estas dos situaciones: "Se le oirá en 

defensa por si o por persona de su confianz.a, o por ambos según 

su voluntad ••• " El probable responsable en el primer caso puede 

llevar por si mismo actos de defensa, pero si la institución de 

la defensa debe estar a cargo de técnicos en 1a materia, 1o ant.!, 

rior desvirtúa 1a naturaleza especifica de la misma; y aun cuan• 

do el probab1e responsable fuese en profesiona1, por su propia 

situación no seria posible que realizara los actos debidos de una 

auténtica defensa; en la práctica es muy difícil que se de ta1 

situación, pues aun cuando el probable responsable siempre estl 

llevando actos de defensa en sus diferentes intervenciones, .de 

todas maneras desde nuestro punto de vista lo usua1 seria que e1 
técnico en la ma~eria fuese quie los rea1izara. En el segundo e~ 

so el probable responsab1e estará facultado para designar perso­

na de su confianza para que se encargue de su defensa, pero pu­

diera ser que el nombramiento recayera en una persona que n~ tu­

viese 1os conocimientos técnicos de la materia, lo que redunda-­

ria gravemente en el probable responsable, inclusive aun cuando 

el defensor de ofiCio asesore a esta persona, ya que lo correcto 

seria que en tal acción el defensor de oficio llevara a cabo 1a 

defensa. 

Afirma acertadamente Rafae1 Pérez Palma en rel.ación con 

lo anotado: "La defensa por persona o personas de su confianza 

si no son le~rados, como vulgarmente se dice, puede ocasionar d~ 

fensas ·Cefiscientes, precisamente por no ser expertas en el em -

ploe:o de les r.iedios legales de defensa ... " (30) 

(30) Pérez ?alma, Rafael. GUIA DE DERECHO PROCESAL PENAL.Cárde­
nas E~~~or y Dist~iOuidor. México 1975. Pág. 282. 
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el defensor de· oficio asesore a esta persona, ya que lo correcto 

seria que en tal acción el defensor de oficio llevara a cabo la 

defensa. 

Afirma acertadamente Rafael Pérez Palma en relación con 

lo anotado: "La defensa por persona o personas de su confianza 

si no son letrados, como vulgarmente se dice~ puede ocasionar d~ 

fensas ·Cefiscientes, precisamente por no ser expertas en el cm • 

pleo de 1-::s r.iedios legales de defensa .•. " (30) 

(30) Pérez ?alma, Rafael. GUIA DE DERECHO PROCESAL PENAL.Cárde­
nas E~i~o~ 'l Dis~~ibuidor. México 1975. Pág. 2e2. 
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2.- EL DEFENSOR 

El defensor completa la personalidad jurídica del suje­

to del de1ito y así, pasa a integrar la relación procesal, tenie~ 

do a su cargo la asistencia técnica de éste, es el custodia de la 

observación de los derechos del inciulpado; es quien dirige dicho 

ejercicio, decidiendo en forma independiente sobre cualquier vo-­

luntad, en los actos de defensa y con las restricciones que esta­

blecen las leyese 

El defensor proporciona a su defensor durante el proce­

dimiento, asistencia técnico-legal y una mayor seguridad de acie~ 

to en la toma de decisiones defensivas, en base a la frialdad ·o 

desapasionamiento de su raciocinio, por ser ajeno a los efectos 

de la sentencia y por tener una independencia en el desempeño de 

sus funciones. 

wEs el defensor un experto que está al lado del acusado 

para aconsejarlo, guiarlo y hasta para completar e incluso ratif i 
car su acción." (31) 

"Su función es compleja, pues comprende la asistencia 

técnica que e1 acusado requiere, la representación de éste en el 

proceso, eri 1os recursos, incluyendo el juicio de amparo; su in-­

tervención es elemento equilibrante en la contienda jurisdiccio-­

nal, ya que el Ministerio Público es siempre la parte fuerte; es 

un auxiliar del propio juez, no porque claudique de su obligación 

defensora, sino para que instruya al propio juez, respecto de la 

defensa material que hubiere propuesto el acusado o en relación a -

la técnica que él considere procedente." (32) 

(31) Carnelutti, Francesco. PRINCIPIGS DEL PROCESO PENAL. Edito­
rial E.J.E.A. Buenos Aires 1971. ?ág. 120. 

(32l Pé~ez Palma, Rafael. GUIA DE DERECHG PROCESAL PENAL. Cárde­
nas Editor y Distribuidor. México 1975. Pág. 277. 
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Consideramos importante hacer notar también en e1 pre­

sente inciso, la aceptación que se le debe dar a1 probable res-­

ponsable, durante el transcurso del procedimiento, a reserva de 

que en el siguiente capitulo analicemos el vocablo jurídico "ac.!! 

sado" del cual hace mención nuestro máximo ordenamiento~ 

Así tenemos que será indiciado o imputado desde la pr~ 

sentación de la denuncia o la querella en su caso, hasta la con­

signación; procesado desde nuestro punto de vista, desde el auto 

de radicación hasta la formulación de conclusiones; acusado des­

de que el Ministerio Público expresa conclusiones en sentido ac~ 

satorio hasta la sentencia; sentenciado desde el momento en que 

causa ejecutoria la sentencia, y a partir de ese momento se dice 

que es reo, penado o ejecutado. También se puede dar e1 caso de 

que el reo al estar purgando una condena, adquiera su 1ibertad 

preparatoria, en este caso se le denominara liberado preparato-­

riarnente, y liberado absoluto cuando ha cumplido con la pena que 

se 1e impuso. 

3. - NATURALEZA .. TT_l?!!'!('_a_ 

La posición del defensor dentro del proceso penal mex! 

cano ha sido objeto de constantes especulaciones, motivo por e.l 

cual co~sideramos impor~an~e analizar algunas de las designacio­

nes que se le han dado, tales como auxiliar de la adminístracióh 

de la justicia, mandatario, mero asesor técnico,. etc. 

Hay quien lo considera como un auxiliar de la adminis­

tración de la justicia, al respecto el Maestro González Bustama~ 

- 0 sost~'2r.e ~certadamen~e: 

''Si así fuera estaría obligado a romper con el secreto 

p:-::.:esior.-a!. y a comunicar a los juec'2s todos los informes confi­

~e~ciales que hubiepe r€~ibido del inculpado.'' (33) 

': 3 ~ '.::; . .:.ile:. Sustar.i.an~i:., Juan Jos€:. PRIN'CIPIOS DE DERECHO PROCf 
::.;..:. ?E~iAL MEX!c..=..:10.Ed. Porrúa. Méx. 1971 Pág. 147. 



Se le ha considerado como mandatario, a este respecto 

nos dice Colín Sánchez lo siguiente: 

11Desde el punto de vista de la representación, no es P.2 

sible situarlo dentro de la institucipon del mandato civil, por-­

que aunque ejerce sus funciones por disposición de la ley y por 

la voluntad del mandante (procesado), no reune los elementos ca-­

racteristicos del mandato, puesto que tanto la designación de de­

fensor como los actos que lo caracterizan se ciñen estrictamente 

a los actos procesales que en todos sus aspectos están regulados 

por la ley y no por el arbitrio de las parteB." (34) 

También hay quien manifiesta que el defensor es un ase­

sor del procesado. Si bien es cierto que entre las principales a~ 

tividades del defensor se encuentra la de asistencia técnica al 

procesado, también es cierto que éstd no es solamente su activi-­

dad, sino que también una serie de actividades que no sólo se ci­

ñen a1 procesado 1 sino también al Ministerio Público y al Juez. 

Consideramos desde nuestro punto de vista que el defen­

s~r ~ie~e,·personalidad y caracterisiticas autónomas, ya que sie~ 

pre actúa por cuenta propia y con la primordial finalidad de ha-­

cerlo siempre en favor de su defendido. 

4.- MOMENTO PROCEDIMENTAL EN QUE DEBE HACERSE LA DESIGNACION. 

Ahora corresponde en el presente inciso analizar las c2 

rrientes doctrinarias en relación a 1a participación o nombramien 

to de defensor en el periodo averiguación previa y las que oe po~ 

(34) Colin Sánchez, Guillsrmo. I:iERE~H(. MEXICAUO DE PROCEDIHIEN-
705 PENALES. Edi~orial Por~úa. ~éxico 1970. ?~g. 180. 
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tulan por la no intervención de defensor en dicho periodo, por lo 

que es importante, para los fines del presente trabajo precisar -

en qué moaento puede hacerse la designación del defen~or, por es­

te motivo, desglosaremos los principales argumentos ·de ambas ca-­

rientes para estudiarlos individualmente y así poder vertir una 

opinión .. 

Hay quien considera en cuanto a la participación del d~ 

fensor en la averiguación previa lo siguiente: 

"La actividad de la defensa es provocada por e~ ejerci­
cio de la acción pena1. Sin acusación no cabe defensa: La inter-­

vención de1 defensor en el periodo de preparación de dicha acción 

eS decir, durante la averiguación previa, resulta procesalmente a 

~ técnica. El momento oportuno pdra la designación del defensor es 
consecuencia, en el momento en que el reo va a rendir la declara­

ción preparatoria, en el cual el juez le va a da a conocer bien 
e1 hecho punible que se 1e atribuye, para que pueda contestar el 
cargo.• (35) 

En igua1 sentido Sergio García Ramírez y Victoria Adato 
de !barra. (:J6) 

No estamos totalmente de acuerdo con las respetables 
opiniones de los Maestros, respecto a que los actos defensivos en 
la averiguación previa resultan procesalmente atécnicos, puesto -
Q~e consideramos que es más atécnico dejar al indiciado en un es­
tado de indefensión en tan importante e~apa procedimental, como -
lo es la averiguación previa. 

El Maestro García Ramirez sus~s~~a lo siguiente: 

(35) Arilla Bas, Fernando. EL PROCED¡~:!~i!'0 PE!lAL EN MEXICO. Edi 
tores Unidos Mexicanos. México!:-:. Pág. 78. -

(36) García Ramirez, Sergio y Adato Ce :~a!"ra, Victoria. PRONTU~ 
RIO DEL PROCESO PEMAL 1-:'EXICA!I::. :=:>:. ?or!"'Íd H¿x. ¡gi:¡n P~g l:JS 
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"No es posible hablar de defensor en la averiguación -

previa, dada la ausencia de actos de defensa de esta etapa, o sea 

que ni la Ley ni la Constitución especifican funciones.defensi -

vas en la averiguación previa." (37) 

No consideramos acertada la opinión del respetable ju-. 

rista, en cuanto que si deben existir actos de defensa en la im­

portante etapa procedimental, por simple analogía de los Artícu­

los 270 y 271 del Código de Procedimientos Penales para el Dis-­

trito Federal, en los cuales claramente se manifiesta la inter-­

vención del defensor, por lo que consideramos i•portante trans-­

cribirlos: 

El Articulo 270 a la letra dice: 

"Antes de trasladar al presunto reo a la carcel preven 

tiva, se le tomarán sus generales y se le identificará debidame!!. 

te, haciéndole saber e1 derecho que tiene de nombrar defensor. 

Esté podrá, previa protesta, otorgar ante 1os funcionarios de1 

Minis~c~io ?Úblico o de 1a policía que intervengan, entrar al d~ 

sempeñ6 de su cometido." 

Como podemos ver, al preceptuar e1 citado Artículo que 

el defensor podrá entrar al d_~sempeño de su cometido, le está -­

permitiendo claraaente la intervención, aunque en una forma muy 
res trie"'::. va en lo que se refiere al momento de oportunidad en que 

la ley co1oca al defensor, ya que dice: "antes de trasladar al 

presunto reo a la cárcel preventiva", por lo que hace imposible 

llevar a cabo actos de defensa en tan corto Liempo. 

Por lo antes expuesto, postulamos rotundamente por una 

moificación a: Ar~ículo 270 del Código adjetivo de la materia, -

en el sen~ido Ce que el defensor podrá entrar al desempeño de su 

C 37) Ga!"cia R:u!lirez, Sergio. DERECHO PROCESAL PEHAL. Edi to:-ial 
Pc~~'lla.. México 197~. Pág. 23. 



46 

c~metido en el preciso momento en que el probab1e responsable sea 

aprehendido ya sea por disposición de un juez o cuando es apre-­

'hendido en fragante delito y· es· remitido a ·la autoridad corres-­

pondiente. 

Por lo que respecta al Articulo 211·. perJDite 1a inter­

vención del defensor en una forma más amplia, por lo que nos pe!: 

mitimos transcribir lo manifestado en su pr~aer párrafo. 

"Si el acusado o su defensor solicitaren la libertad 
caUciOnal y se tratare de un delito no c~ndido en ·e1 párra­
fo.~ 9~ de es'te Articulo,, los funciona.ríos ~nc~onados en el Arti­

culo anterior. se concretarán a re~ibi~·la Petieión relativa y 

~~&aria ái acta ·corré&poñdiente~·para qu-e el jÚéz-resuelva &o­
bre el particular ••• " 

Por lo tanto, concluimoc que la 1ey secundaria si pre­

ve actos de defensa en el periodo de averiguación_previa , C080 

se desprende de los Artículos anteriormente transcri~s .. 

Es bien sabido que el Ministerio Púb1ico es una autori 

dad de buena f~, siendo su misión principal de investigar impar~ 

cialaente, los delitos, por 1o que nos permitimos analizar en 

cuanto a qué grado de buena fé tiene dicho funcionario en el pe­

riodo procediaental de averiguación previa y qué.tan iaparcial -

es éste en su toma de desicionesª 

Primeramente debeaos aclarar lo tocante a "la buena fé 

del Ministerio Público", ya que tal concepto tiene dos signifiC.!, 
dos distintos jurídicamente hablando, la conotación de buena fé­
en el derecho civil, la cual es explicada por Rafael de Pina en 

los siguientes términos: 

"Disposición de áni•o que lleva a proceder leal 7 sin­

ceramente en las relaciones con el prójimoª Convicción personal 
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en que se encuentra un sujeto de que obra correctamente cuandose 

obstenta como titu1ar de un derecho o como propietario de unaco­

sa9 cuando formula una pretención jurídica y cuando rechaza la 

que sea formuladada frente a él." (38) 

Por lo que ·:respecta a la otra connotación de buena fé 

del Ministerio Púb1ico, es sin duda alguna aquella que se refie­

re al punto de vista penal y es la de sinónimo de imparcialidad. 

Ante esto cabria preguntarse: ¿qué grado de buena fé -
~ri• poseer·una a~torida~. ce.o lo es la averiguación previa -
el Ministerio Púb1iCo, que está imbuida necesariamente de una 

grave sospecha sobre l~ culpa del indiciado, sospecha que const! 

tuye el pr:f!supuesto 16aico·de la actividad investigadora del Mi­
nisterio Público?. 

La respuesta parece dar1a Carnc1utti cuando afirma: 

wLa sospecha ea·e1 presupuesto de la interrogación, a­

greguese que en la encuesta preliminar quien interroga es unapaE:_ 

te, esto es, el llinisterio Público y aun cuando también sea jllez 

coao ocurre actualmente en la inetrucción formal, no logra casi 

nunca ser imparcial: la sospecha, en suma excluye la neutrali--­

dad." (39) 

Hay que entender la sospecha como presupusto lógico n~ 

cesario de la actividad indagatoria del Ministerio Público, ya 

que a nuestro entender la sosPecha es un prejuicio sobre la cul­

pabilidad del indiciado, lo que lógicamente impulsa al Hiniste--

(38) De Pina y Vara, Rafae1. DICCIONARIO DE DERECHO. Editorial 
Porrúa. México 1981. Pág. 132. 

(39) Carnelutti, Francesco. PRINCIPIOS DEL PROCESO PENAL. Edi~~ 
rial E.J.E.A. Buenos Aires 1971. Pág. 192. 
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rio Público hacia la busqueda y consecución de datos que reafir -

m.en dicha culpabilidad, y que d.esde nuestro punto de vista no es 

imparcial; 

Toca ahora estudiar la corriente doctrinaria que postu­

la por la intervención del ·defensor en la averigua~ión p~eVia, p~ 

ro antes de entrar al estudio de tan importante corriente, quere­

mos hacer incapie en que a lo largo del .presente trabajo hemos -­

reiterado constantemente la importancia que tienen en la decisión 

final del juez (sentencia), las diligencias practicadas por el H.! 

nisterio Público y la pol.icia judicial..- ya que .e.J.. ~.ticulo 286 

del Código de ProcedÍaientos Penales para el i:>~Btri to .Federa1 a 

la letra dice: •Las diligencias practicadas por el tflnisterio Pú­
b~ico y por la policla'"jüdié?ial t:éndr.lti··va1or probatol-_f.o·p1eno, :­

siempre que se ajusten a 1as reglas relativas de este código." 

Postulamos por una adición a 1o manifestado en e1 men-­

cionado articulo, esto es, que se le conside"re val.~r probátorio a 

las dil.igencias practicadas por 1os ~uncionarios del Ministerio -

Público y de la policía judicia1, siempre y cuando se lleven a c~ 
bo en presencia de un defensor 1etrado, ya que estiaaaos comp1et~ 

mente indispensable la asesoría de un perito en derecho, desde et 
inicio del procedimiento, ya que el éxito de una averiguación pr~ 

via no debe depender del grado de aayor o aenor indefensión o ca­

rencia de conoci•ientos legales que conlleva al i•putado a pres-­

cindir de un deLensor, pues esto sólo significa aprovecharse de 

la manifiesta inferioridad en que se encuentra el iunorante indi­

ciado al hallarse privado de su libertad, lo que ya es a simple -

vista, una desventaja frente al Ministerio Público en las dilige!!. 

cías que p~actica éste. 

Por otro lado, el ofendido por el delito puede apor~ar 

ante e1 Ministerio Público todos los elementos de prueba para P!!. 
der in~eg~a~ una mejor averiguación previa, por lo que no encon­

tramos ningún motivo para que e1 indiciado no tenga también el -
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derecho de aportar medios de convicción ante el funcionario, ya 

que con una eficiente ayeriguación y por economía procesal se evi_ 

tarian las muy frecuentes consignaciones que se llevan a cabo en 

forma por demás deficiente. 

~e tai suerte, que no sólo en la averiguación previa,­

sino en toda la comparecencia de un ciudadano ante cualquier au­

toridad·, si aquél tiene derechos otorgados por 1a ley, para po-­

der hacerlos valer debe estar asistido por un de~ensor, sin es-­

perar de la supuesta "buena fé" del Ministerio Público en la av~ 

~i~aci~n previa. Por lo que reiteradaaente pu.gnaaos ¡>orque sus 

derechos se respeten oficiosaaente. 

98jo el gobierno del Presidente de 1a República, Lice~ 

ciado José López Portillo, se han estado llevando a cabo reunio­

nes periódicas de procuradores a nive1 nacional, con la primor--

. dial finalidad de procurar justicia y dar una aejor soluc;ón a 

todo• aquellos probl.eaas qu_e se presenten y que sean de su co•p~ 

tencia. y para tal efecto se han dictado aedidas de protección a 

todos los ciudadanos, así como a los probables responsables por 

la coaisión de algún delito. mediante· una serie de disposiciones 

entre 1as que teneao: el retiro de rejas y galeras de las agen-­

cias investigadoras del Hinisterio Público~ las cuales son s~sti 
tuidas por cóaodas salas de espera; en los casos de delitos coa~ 

tidos por iaprudencia, cuya pena privativa de libertad corporal 

no exceda de cinco años, los probables responsables respecto de 

quienes se ha ejercitado la acción penal, no serán presentados -

por la policía judicial en los reclusorios de1 D(istrito Federal 

sino que serán presentados direc~amente ante el juez en su des-­

pacho y no trás de las rejas del juzgado; eliminación de fichas 

en delitos iaprudenciales; teléfonos gratuiTos para los indicia­
dos; entrega inmediata de vehhiculos accidentados, etc. e~c. 

También se ha tratado el ?ro~lema en el Derecho de De­

fensa en el periodo procedimental de a·1eriguación previa. Por lo 
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derecho de aportar medios de convicción ante e1 funcionario, ya 

que con una eficiente ayeriguación y por economía procesal se ev!. 

tarian las muy frecuentes consignaciones que se llevan a cabo en 

forma por demás deficiente. 

·ne tal suerte, que no sólo en la averiguación previa,­
sino en toda la comparecencia de un ciudadano ante cualquier au~ 

toridad, si aquél tiene derechos otorgados por la ley, para po-­

der hacerlos valer debe estar asistido por un defensor, sin es-­

perar de la supuesta •buena f é• del Ministerio Público en la av.!:. 

.~i~a~ió~ previa. Por lo que reiteradamente pusnaaos porque sus 
derechos se respeten oficiosamente. 

Bajo el gobierno del Presidente de la República, Lice.!! 
ciado José López Portillo, se han estado llevando a cabo reunio­

nes periódicas de procuradores a nivel nacional. con la primor-­

dial finalidad de procurar justicia y dar una aejor soluc~ón a 

todoe aquellos problemas que se presenten y que sean de su co•p~ 

tencia. y para tal efecto se han dictado •edidas de protección a 
todos los ciudadanos. así como a los probables responsables por 

la coai.sión de algún delito. mediante· una serie de disposiciones 

entre las que teneao: el retiro de rejas y galeras de las agen-­

cias investigadoras del Hinisterio Público, las cuales son s~st! 
tuidas por cómodas salas de espera; en lps casos de delitos coa~ 

tidos por iaprudencia. cuya pena privativa de libertad corporal 

no exceda de cinco años, los probables responsables respecto de 

quienes se ha ejercitado la acción penal, no serán presentados -

por la policía judicial en los reclusorios del O(istrito Federal 

sino que serán presentados directamen~e ante el juez en su des-­

pacho y no trás de las rejas del juzgado; eliminación de fichas 

en delitos iaprudenciales; teléfonos gratuiTos para los indicia­

dos; entrega inmediata de vehhiculos accidentados~ etc. etc. 

También se ha tratado el pro~lema ~n e1 Derecho de De­

fensa en el periodo procedimental de a·1eriguación previa. Por lo 
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que respecta a esta disposición, no todos los procurad0res toma­

ron en cuenta tal
1

situación, ya que la Procuraduría ~eneral de -

la República no ha dictado ninguna medida al·respecto. 

Por lo.que se refiere al Ministerio Público del Distr! 

to Federal, si bien es ~ierto que'el Procurador General de ~usti 
cia del Distrito Federal ha tenido a bien expedir un acuerdo cAÍ ~ 
56/81) en donde se permite tener ingerencia al defensor en el p~ 

riodo procedimental de averiguación Previa, sin embargo, en la -

práctica vemos con g~an tristeza que el Ministerio Público hace 

caso oaiso de dicho acuerdo, por lo ·que si se aodifícara el Arti_­

Culo 270 del Código de Procedimientos Penales para e1 Distrito -

Federal, en ~1 sentido que quedó,plasmado.anterioraente en el~­

presente trabajo, se evitarían trámites-"· iniíceSariOs, tales como 

pedir el Amparo de la.Justicia Federa1opresentar1a queja al -

superior jerárquico del funcionario incumplido. 

En ·relación con la.corriente doctrinaria que se postu­

la acertadame:nt:e por la intervención del defensa~ én:1a imporiill!!, 

te etapa procedimental de averiguación previa, tenemos entre 

otros: 

'"No existe impedi..aeni:o lega1 para des.igriar -Oexensor de.!!_ 

ae la averiguación previa ante el Ministerio Público y cualquier 

oposición es i•procedente.• (~O) 

Entre otros que opinan que e1 nombramiento de defensor 

puede hacerse desde el inicio del procedimiento, o sea inclusive 

en el periodo de averiguación previa están: Olga Islas y E1pidio 

Ramirez. cui) César Augusto Osorio y Nieto. (42) 

(40) Colir. Sá~chez, Guil1ermo. DERECHO KEXICAJIO DE PROCEDIKif:N­
T05 PENALES. ECi~orial Porrúa. México 1970 Pág. 185. 

(41) Islas, _Dlga y Ramirez, Elpidio. EL SISTEMA PROCESAL PENAL 
EN LA ~ONSTITUCION. Editorial Porrúa. Méx. 1979. Pág. 53. 

(42) Osoric j' Nieto, César Augusto. LA AVERIGUACION PREVIA. Edi 
!cr:.a.l Po?'rúa. México 1981. Pág .. 62. 
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Cerr~os el presente capitulo afirmapdo que si debepe~ 
mitirse la intervención del defensor en tan imortante etapa pro­

cedimental como lo es la averiguación previa. 



C A P I T U L O IV 

LA FRACCION IX DEL ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL 

1.- INTERPRETACION 

3.- IMPORTANCIA DE QUE EXISTA LA 

DEFENSORIA DE OFICIO EN LA 

AVERIGUACION PREVIA. 
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l.- INTERPRETACION 

En el presente capitulo estudiaremos e interpretaremos 

la Fracción IX del Articulo 20 Constitucional para poder determi­

nar si.nuestro máximo ordenamiento co.nsagra el derecho de defensa 

desde el inicio del procedimiento o sea, desde la averiguación 

previa, como una garantía, por lo que primeramente transcribire-­

mos, que a la letra dice: 

"En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado las 

siguientes garantías: 

IX. Se l.e oirá en defensa por si o por persona de .. su 

confianza, o por ambos, según su voluntad. En caso de no,tener:·­

quien lo defienda, se le presentará lista de los defensores·de -­

oficio para que elija el que o los que le convengan. Si el acusa-

· do no quiere noabrar defensores, después de ser requerido para h~ 
cerlo a1 rendir su declaración preparatoria, el ju~z 1e- noabrará 

uno de. oficio. &l acusado podrá noabrar defensor desde e1 mo•ento 

que sea aprehendi..:!.;:; j" tendrá derecho a que éste se halle presente 

en todOs los actos de1 juiciO, pero tendrá obligación de haCerlo 

co•parecer cuantas veces se necesite ••• " 

De la fracción anteriormente transcrita surgen a la vi_!! 

ta varios problemas de interpretación en relación con los voca-­

blos: ~juicio, •acusado" y "aprehendido", términos jurídicos que 

dificultan la labor interpretativa de la Fracción antes dicha, los 

cuales estudiaremos y analiz~remos para así poder deterai.nar la 

acepción que indudablemente trató de darle el Constituyente del 17. 

?or principio, diremos que el término juicio utilizado 

po~ nuestra Constitución en la Fracción IX de su Articulo 20, de­

te ser in~erpretado en su más amplio significado, comprendiendo 

:;a~a tal efec~o·~odo el pr~cedimiento~ incluyendo la etapa de av~ 
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riguación previa, pues resulta a todas luces ilógico pensar que·la 

persona sujeta a una averiguación no haya sido dotada de las ga­

rantías que otorga nuestra Constitución, tales como no ser comp~ 

lido a declarar en su contra, la de no ser incomunicado y la de 

nombrar defensor, ya que de ser de otra manera, contrariaría gr!! 

veaente el espíritu que quedó plasmado en nuestra Constitución 

de l.91.7. 

Para mayor abundamiento el Maestro Cloria Olmedo mani­

fiesta lo siguiente: 

"Debe aclararse que la palabra juicio utiiíZada por la· 

Constitución Nacional al perceptuar este princiPf~ ba de ser in­
terpretada en su verdadero'a1cance desde el puntb.de vista pena1. 

Comprende todo el procedimiento, aun la prevención su•aria prac­

ticada por la policía en su función judicia1. Restringir1a sólo 

alplenario o juicio propiamente dicho co~o segunda etapa del pr.2. 

ceso, es destruir 1a esencia del principio de defensa, perai.tie!!. 

do actuar penalmente a espaldas del inculpado. Alguna vez se h•' 

echado mano de este criterio restric·tivo para eliainar el funda­

mento dogmático que impide e1 secreto del sumario.• (q3) 

Estamos de acuerdo con la opinión del respetable juri,!! 

ta, ya que en todo pais en donde prevalezcan los derechos hu.a-- • 

. nos, éstos deben respetarse en todo el procediaiento y no única­

mente en una determinada etapa de éste, ya que consideramos que 

el espíritu del Constituyente del 17 fue el de dotar de las lláxi_ 

mas garantías al' presunto transgresor penal en todo el procedi-­

niento, incluyendo la averiguación previa. 

Anota el Maestro Ignacio Burgoa en su obra "Las Garan­

":Ías Individuales": 

(43) Cloria Olmedo, Jorge. DERECHO PROCESAL PENAL. Ediar, S.A. 
Buenos Ai~es. Pág. 2~5. 
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"El concepto "juicio", que es de capital importancia P!! 

ra fijar el sentido mismo de dicha garantía especifica de seguri­

dad, equivale a la idea de procedimiento, es decir de una secuela 

de actos concatenados entre si, afectos a un fin común que les -­

proporciona unidad. Ese fin estriba en la realización que esta--­

blezca la dicción del derecho en un conflicto jurídico que origi­
na el procedimiento al cual recae." (44) 

Creemos que el ilustre jurista al perceptuar que el co~ 

cepto "juicio• equivale al de "procedimiento" está incluyendo el 

periodo de averiguación previa, ya que el Articulo 1·0 del Código 

Federal de Procedimientos Penales, así lo establece, no con~un--­

diéndolo con la idea de proceso, ya que como quedó asentado antes 

~l ·proceso se inicia con el auto de radicación, sin eaba.rgo, otros 

júristas consideran que el proceso se inicia con el auto de for-­

.. 1 prisión, pero no vamos a entrar en 1a polémica doctrinaria en 

cuanto a estas dos manifestaciones, sino únicamente queremos que 

quede asentada la aceptación que debe dársele a la palabra "jui-­

eio• eapleada por nuestra Constitución. 

Ahora bien, por lo que toca a1 vocablo "acusado" a que 

hace aención la Constitución al perceptuar en su Articulo 20 que 

dice: "En todo juicio del orden criminal, tendrá el "acusado" las 

siguientes garantías ••• " y taabién cuando en la Fracción IX del 

aismo Articu1o dice: "El •acusado" podrá noabrar defensor desde el 

momento que sea aprehendido ••• " Cabe preguntarse: ¿ qué signific~ 

do querrá darle la Constitución o qué significado debeaos darle 

al vocablo •acusado" ? así tenemos que: ¿ será el vocablo "acusa­

do sinónilllO de indiciado o imputado, a manera de designar a todo 

aqué1 que se encuentra sujeto a un procedimiento penal, incluyen­

do el periodo de averiguación previa? o corno quedó asentado ante­

rionaente, ¿ será •acusado• cuando han recaído dentro de1 proceso 

1as conclusiones acusatorias que presenta el Ministerio Público 

(4ti) Burgoa, Ignacio. LAS GARAUTIAS INDIVIDUALES. Editorial 
Porrúa. México 1981. Pág. 539. 
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o también cabe preguntarse: ¿ el vocablo 11 acusado'1 se ref~ere a · 

aquél que ha sido consignado ante un juez ? 

Como podemos ver la Constitución no empleó el término 

"acusado" en su más estricto y técnico significado para designar 

a1 sujeto de las conclusiones acusatorias del Ministerio Público. 

En cuanto que sólo se llama acusado al que ha sido con­

signado ante un juez, diremos primeramente que .éste es el crite-­

rio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo la Giguie~ 

te ejecutoria: 

•DEFENSORES, CUANDO DEBEN NOMBRARLOS". 

"El Articu1o 20, fracción IX, último párrafo, de la Con2_ 

~itución Federal, establece que el acusado podrá nombrar defensor 

desde el momento en que sea aprehendido y tendrá derecho a que é~ 

te se halle presente en todos 1os actos de juicio. Los términos -

de esta norma f undaaental no autorizan a considerar que la perso­

na sujeta a investigación tiene derecho de nombrar defensor cuan­

do declare ante el Agente del Ministerio Público, puesto que . en 

esta etapa del procedimiento no tiene carácter de acusado, sino -

hasta que es consignado ·ante las autoridades jurisdiccionales. La 

Fracción II del Articulo 160 de la Ley de Amparo, considera viol!!_ 

das las leyes del procedimiento, cuando no se permite al quejoso 

nombrar defensor, en la forma que determina la Ley, mas hasta el 

nomento de producir el acusado su declaración preparatoria es 

cuando la ley determina el derecho a nombrar defensor o 6 propor­

cionarle uno de oficio, por lo que la aseveración de no haber CO!!, 

~ado con defensor al declarar ante el Agente del Ministerio Públ!, 

co, no puede constituir una violación substanciai de1 procedimie!!. 

~o." ci.s) 

:45) Ar.i.paro Directo 226i./1968 Juan Miranda Alcacer. Unanimidad. 
Ponente: Manuel rivera Silva. la. Sala. Sexta Epóca. Vol. 
Y.XXIV. Segunda Parte. 
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No estamos de acuerdo con la anterior tésis de la Supr!:. 

ma Corte de Justicia de la Nación, ya que coligiendo con su crit~ 

rio, seria tanto como pensar que al mencionar la Constitución la 

palabra acusado en su Articulo 20, re5tringe otra importante ga-­

rantia que dicho Precepto establece en la Fracción II, a sólo --­

aquéllos que han sido consignados ante juez, lo cual es un grave 

error; dicha garantía está expresada en la siguiente forma: 

"En todo juicio del. orden criminal tendrá el acusado las 

siguientes garantías: 

II.- No podrá ser compelido a declarar en su contra 

por lo cual queda rigurosamente prohibida toda incomunicación o 

cualquier otro medio que tienda a aquel objeto:• 

Por lo anteriormente expuesto, nos parece sumamente in­

justo excluir al indiciado de tan importante garantía en el peri~ 

do de averiguación previa, só1o porque conforme lo manifestado -­

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, únicamente tiene -

el carácter de acusado los que han sido consignados ante el juez. 

Tal situación nos parece swaaaentc ilógica, ya que en 

otra de sus ejecutorias, la misma Suprema Corte de Justicia de -

la Nación se contradice al manifestar, en cuanto a la garantía -

constitucional, consagrada en ia Fracción II del Artículo 20: 

DECLARACION DEL ACUSADO. NO PUEDE SER COMPELIDO A DECLARAR El/ SU 

CONTRA". 

La Fracción II del Artículo 20 Constitucional, establ~ 

ce que el acusado, no debe ser compelido a declarar en su contra, 

por lo cual queda rigurosamente prohibida toda ir.comunicación o 

cualquier otro medio que ~ienda a aquel objeto. En ecatamien~o a 

este precepto, al indiciado no se le puede exigir que declare b~ 
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jo protesta y esta ventaja es aplicable al caso de que se le ex~ 

mine en la averiguación previa, toda vez que el precepto consti­

tucional no establece ningún distingo. Así es que, si desde la 

primera declaración incurre el acusado en mentira, no comete el 

delito de falsedad en declaraciones judiciales, ni en informesd~ 

dos a una autoridad, pues de lo contrario se le compelería a de­

clarar en su contra, con infracción del citado precepto constit~ 

cional. ("6) 

De la interpretación que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación da a las Fracciones II y IX del Artículo 20 Consti­

tucional, que consiste en que separa los efectos de impedir la 

incoaunicación y sus consecuencias, es de verse que es justo ei!!. 

discu~ible que la terminología de 1a Constitución denomine "acu­

sado" al sujeto desde la averiguación previa para otorgarle di­

cha garantía, de la misma forma debe considerarlo para los efec­

~os del nombramiento de defensor en la averiguación previa. 

Para mayor abundamiento sobre el sentido que nuestra -

Carta Hagna da al vocabl.o "acusado", citaremos la Fracción III -

del mismo ordenamiento constitucional y que dice a la letra: 

"En todo juicio del orden criminal tendrá el acusado -

las siguientes garantías: 

· III. Se le hará saber en audiencia, y dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, 

el nombre de su "acusador" ••• " 

Como podemos ver la Constitución al emplear la palabra 

a=usación en sus diferentes inflecciones, no lo hizo con estric­

~c apego a la técnica jurídica, sino en su más extensa acepción. 

(~6) Amparo Directo 3057/48/la. Estela Gómez de Rizo. Resuelto 
~l 31 de marzo de 1959, por unanimidad de 5 votos. Ponente 
Carlos Franco Sodi. la. Sala de Informes. 1959. Pág. 30 
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Una opinión contraria a este respecto nos inducirá al absurdo de 

que, conforme a la Fracción anteriormente transcrita, el imputa­

do tiene derecho a saber el nombre del Agente del Ministerio Pú­

b1ico que le acusa,.lo que no es lógico, ya que éste no fue el -

portador de la información penal, sino que en todo caso seria el 

denunciante o querellante, como seria lo correcto .. 

En este mismo orden de ideas vemos cómo la Constitu-­

ción menciona a l.a "acusación" como medio de l.levar a la autori­

dad la "información penal" .. El Articulo 16 dice: 

"No podrá librarse ninguna orden de aprehensión o de-­

tención a no ser por la autoridad judicial, sin que preceda de-­

nuncia, acusación o querel.la ..... " 

Por todo lo anteriormente mencionado, llegamos a la 

convicción de que, conforme a la Constitución, debe entenderse -

como •acusado" a todo aquél que es sujeto de un procedimiento p~ 

na1 en cualquiera de sus etapas. 

Otro de los términos jurídicos que utiliza la Constit_!!. 

ción, en su Articulo 20, rracción IX, es el de aprehendido", da~ 

do cabida a la duda de si debe interpretarse como sinónimo de d~ 

jeción física del incu1pa.do o como ejecución de un mandamiento -

de la au tor-idad judicial. 

Por lo que tratemos de desglosar el vocablo de la si-­

guiente manera: Aprehender viene del la~in prehencia, que denota 

actividad de coger~ de asir. Por lo que en términos generales d~ 

be entenderse por aprehensión el acto material de apoderarse d~ 

una persona privándola de su libertad. 

González Bustamante e~ relación con el té~mino deten-­

ción nos dice lo siguiente: 
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"La detención es el estado de privación de libertad 

que sufre una persona por mandato de un juez. La detención es el 

estado de privación de libertad en que se encuentra una persona 

cuando ha sido depositada en una cárcel o prisión pública u otra 

sociedad, que preste la seguridad necesaria para que no se evada" 

(47) 

Por lo antes mencionado, considero que la pa1abra "apr~ 

hensión no necesariamente debe provenir de un mandato judicial ~ 

sino que a nuestro modo de ver, es el propósito inmediato de pr_! 

var a un sujeto de su libertad y es la connotación que le da la 
Constitución a este vocablo jurídico. 

Para mayor abundamiento transcribiremos una part~ de1 

Artículo 16 de nuestro máximo ordenamiento que entre otras cosas 

dice: 

w •••• hecha excepción de 1os casos de flagrante de1ito, 

en que cualquier persona puede aprehender a1 delincuente y a sus 

complices ••• 11 

Como podemos ver, al •encionar e1 citado Articulo la -

palabra "aprehender" no se refiere tampoco a ningún mandato de 

carácter judicial, y no encontramos motivo alguno para no inter­

pretar el vocablo "aprehender" en igual forma en el Articulo 20 

Fracción IX de nuestra Constitución. 

(47) González Bustamante, Juan José. PRINCIPIOS DE DERECHO PRO­
CESAL PENAL MEXICANO. Editorial Porrúa. México 1971. Pág.-
142. 
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2.- INCUMPLIMIENTO 

Cabe ahora estudiar en el presente inciso si existe un 

incumplimiento al Articulo 20 Constitucional en su Fracción IX, 

por parte del Ministerio Público en el periodo de averiguación -

previa y las consecuencias que puede acarrear tal incumplimiento. 

Como quedó asentado en el inciso anterior, en cuanto 

al sentido que debemos dar a los vocablos jurídicos: acusado, -­

aprehensión y juicio, términos jurídicos derivados probablemente 

de 1a anarquía de que adolece nuestro máximo ordenamiento y que 

el Ministerio Público interpreta en su sentido por demás arbitr~ 

rio, al dejar al inculpado en un estado de indefensión en el pe­

riodo de averiguación prvia, al privarlo del Derecho de Defensa 

en esta etapa. 

Nos atrevemos a afirmar que el espíritu del Constitu-­

yente del 17 no fue el de privar de tan importante garantía al -

l•putado en la averiguación previa, por lo que creemos que si 

existe incumplimiento al mandamiento constitucional. 

Hacemos esta aceveración, a pesar de que hay quien 

afirma lo siguiente: 

"La averiguación previa tal parece que no pasó por la 

mente de los Constituyentes, sino más bien es creación de quien­

nes elaboraron los códigos de procedimientos penales." (~8) 

No colegimos en su totalidad con la respetable opinión 

del Maestro, en virtud de que el Articulo 19 de nuestro máximo 
ordenamiento perceptúa en relación con la averiguación previa lo 

siguiente: 

(•8) Colin Sánchez, Guillermo. DERECHO MEXICAllO DE PROCEDIMIE!l­
TOS PENALES. Editorial Porrúa. México 1970. Pág. 233. 
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Ninguna deteñción podrá exceder del término de tres 

días, sin que se justifique con un auto de formal prisión en el 

que se expresarán: el delito que se impute al acusado, lugar, -­

tiempo y circunstanciass de ejecución y los datos que arroje ~ 

averiguación previa, los que deberán ser bastantes para compro-­

bar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del 

acusado." 

Si bien es cierto que el Constituyente del 17 no deta-

11ó en forma suficientemente clara los aspectos de la averigua-­

ción previa, también es cierto que sí tuvo la idea de instituir 

dicha etapa, por lo que tal situación da márgen a que las leyes 

penales secundarias interpreten dichos principios muchas veces -

contrariamente a1 espíritu libera1 que quedó plasmado en nuestra· 

constitución Genera1 de 1a República. 

El incumplimiento del Articulo 20 Constitucional en su 

Fracción IX crea una vio1ación de garantías individuales al ano­

tar lo siguiente: 

•En todo juicio del orden criminal tendrá e1 acusado -

1as siguientes garantías: 

IX.- El acusado podrá nombrar defensor desde el moaen. 

to en que sea aprehendido ••• • 

Tal si~uación como quedó asentado anteriormente puede 

ser en cualquier momento del procedimiento y si no se permite al 
indiciado en la fase de averiguación previa, deja a éste en u un 

estado de indefensión. 

El incumplimiento del precepto constitucional antedi -

cho, crea consecuencias jurídicas tales como la reposición del 

p~ocediciento, ya que el Articulo ~31, Fracción III del Código 

de proceG~mien~os penales para el Dis~rito Federal anota lo si-­

guiente: 
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"Habrá lugar a la reposición del procedimient9 por al­

guna de las causas siguientes: 

III.- Por no haberse permitido al acusado nombrar de­

fensor en los términos que establece la Ley." 

Por otro lado, y para mayor abundamiento, la Ley de ~ 

paro en su Articulo 160, Fracción II preceptUa lo siguiente: 

"En los juicios del orden penal se consideran violadas 

las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte 

las defensas del quejoso. 

11.- Cuando no se le permita nombrar defensor en la -

forma que de-termina la Ley ••• 11 

Es indubitable que el incumplimiento de la Fracción IX 

del Articulo 20 Constitucional crea consecuencias jurídicas, al 

impedir al indiciado nombrar defensor en la averiguación previa. 
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3. - fL MTICUU> 269 DEL COOIGO DE PROCEDIMIENroS PENALES PARA EL DISTR1'1'0 

FroEJW. Ra'CffWX). 

Cuando el inculpado fuere aprehendido, detenido o se presentare 

voluntariamente, se procederá imedi.at.ooente de la siguiente fonna: 

I.- Se hará constar el día , hora y lugar de su detención, 

en su caso , así carw::> el narbre y cargo de quienes la practicaron; 

I.I..- Se le hará saber la i.rrputación que existe en su contra 

y, en su caso, el narbre del denunciante, así cano los siguientes derechos: 

a).- El de carami.carse "innedia~te con quien est.i.rre convenieate; 

b) .- El de designar sin den:lra persona de su confianza. para 

cpe lo defienda o auxilie, quien tendrá derecho a ccaocer la naturaleza 

y causa de la acusación , y 

e).- El de no declarar en su contra y de no declarar si así 

lo desea. 

Para las incisos a) y b) se le permitirá utilizar el teléfono 

o cualquier otro r.:edio de canunicación. 

III.-cuard> el detenido fuere un indigena que no hable castellano, 

se le designará t.D\ traductcr, quien le hará saber los m.rechos a que 

se refiere la fracción anterior. Si se tratare de un extranjero, la deten­

ción se CCllUticará de innediato a la representación diplanática o calSUl.ar 

-~· rv .- La autoc'idad que decrete la detención, la cam.nicará de 

ifllEdiato al. servicio público de lccAliucién telefónica del Distrito 

Federal, asentando en autos su curplimiento con indicaciém del día y 

hora en que se Ve:'ificó • y 

V.- E:". -:oOJ caso, se mantedrán separacbs los hafbres y mujeres 

en los lugares de detem:ión. 

Articulo refo::r&l!:kl en Méxlco,D.F •• el d.Ia 8 de Enero de 1991 y públicado 

en El Oi~io c::.c.:.al De La Federación. 



65 

4.,. LA IMPORTANCIA DEL DEFENSOR DE OFICIO EN'LA AVERIGUACION PREVIA' 

Como quedó asentado anteriormente en el presente trab~ 

jo, en cuanto a que el inculpado puede nombrar defensor desde el 

momento que es privado de su libertad, conforme a lo establecido 

por la Fracción IX del Articulo 20 Constituciona1, es de consid~ 

rarse que en este momento debe aparecer la figura del defensor 

de oficio. 

Existen en la actualidad dos formas de designar defen­

sor de oficio, a saber: la primera que mencionaremos es la f acu! 

tativa por parte de1 inculpado, según se desprende de lo manife~ 

tado por la Fracción IX del Articulo 20 Constitucional que en r~ 

lación a lo anotado dice: 

"En caso de no tener quien lo defienda, se le present~ 

rá lista de los defensores de oficio para que e1ija él o los que 

·le convengan ••• " 

La otra forma a nuestro entender es 1a designación --­

obligatoria del defensor de oficio ordenada por el juez 7 esto es 7 

a1 presentarse la negativa por parte del procesado de designar -

defensor a1 rendir su declaración preparatoria. de acuerdo a lo 

esdtablecido en la Fracción IX del Artículo que nos ocupa y que 

entre otras cosas dice a la letra: 

"Si el acusado no quiere nombrar defensores después de 

ser requerido para hacerlo 9 al rendir su declaración preparato-­

ria, el juez 1e nombrará uno de oficio." 

Para mayor abundamiento Julio Acero en su obra "El Pr2 

cedimiento Penal", expor.e: 
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"Aunque el Reo se declare culpable y renuncie a su de­

fensa, el juez debe por tanto nombrarle defensor. La amplitud de 

la defensa fundada en lo anterior y en el respeto al derecho de 

conservación, exige que ni un momento pueda permanecer el reo 

sin defensor, al g~ado de que seria nula cualquier diligencia o 

actuación practicada mientras que por cualquier 11c>tivo se care-­

ciese de tal representación." (49) 

Tal es el caso que la designación de defensor de ofi-­

cio que hace el procesado en forma operativa y facu1tativa. tie­

ne c~mo mo•ento para llevarse a cabo el que ae encuentra canten! 

do en la Fracción IX del Articulo 20 Constitucioná1 cuando anota: 

•El acusado podrá nombrar defensor des~e el momento -

que sea aprehendido •••• • 

Como ya quedó asentado con anterioridad• ~e acuerdo·. ·a 
lo preceptuado. la designación puede hacerse inclusive en la av.!!_ 

riguación previa. 

Fo.pero. debemos considerar que sólo aquel sujeto-.que. -

cuente con recursos econÓllicos solvente•• podrÁ.n09brar defensor 

particular desde el momento que sea aprehendido. razón que consi 
deramos injusta, dado e1 caso de que aquel sujeto que no tenga -

la solvencia necesaria para pagar un defensor par~icular desde -

tal momento. quedará en un estado de indefensión. hasta el moae~ 

to en que rinda su declaración preparatoria ante e1 jue~. 

El Maestro Colín Sánchez, en cuanto a lo anotado dice: 

"La def ensoria de oficio tiene por objeto patrocinar a 

todos aquellos procesados que carezcan por alguna circunstancia-

(~S) Acero, Julio. EL PROCEDIMIENTO PENAL. Editorial José H. 
Cajica. Puebla~ Pue. México 1980. Pig. 174. 
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de defensor particularª" (50) 

Rafael de Pina afirma en cuanto a lo que debe entende~ 

se por defensor de oficio: "Servicio púb1ico que tiene a su car­

go la asistencia jurídica de aquellas personas que no se encuen­

tren en condiciones aconómicas de atender por su cuenta los gas­

tos de un procesoª" (51) 

González Bustamante anota lo siguente: "La Institución 

de 1a defensa representa en el procedimiento penal moderno una -

función de a1tisimo interés, sea que se 1e considere como un ór­

gano· encar¡ado de prestar gratuitamente asistencia técnica a las 

~rtes ••• • (52) 

Por lo antes expuesto, postulamos que .. debe haber defe.!!. 

soria. de oficio en la averiguación previa, comó': un derecho oper!!_ 

ti.YO del inculpado, con la finalidad de que éste pueda presen -­

ciar los actos que se verifiquen en dicha etapa, con el propósi­

~o inllediato de que no se desvíe la propia avcrig~ación, ni se 

omitan datos, huellas, et~., que puedan favorecer·a1 inc!uipado. 

No encontramos motivo alguno para que no exista la de­

fensoría de oficio en la averiguación previa, si tal es el caso 

que la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 

cuenta con los denominados "Visitadores Voluntarios", los cuales 

tienen el derecho de estar presentes en las actuaciones llevadas 

a cabo por el Ministerio Público en el periodo de averiguación -

previa, lo que apoya nuestra postura en relación con la inclusión 

del defensor de oficio en la averiguación previa. 

(50) Colin Sánchez, Guillermo. DERECHG MEXICANO DE PROCEDIMIEll­
TOS PENALES. Editorial Porrúa. México 1970, Pág. 183, 

(51) De Pina Vara, Rafael. DICCIONARIO DE DERECHO. Editorial -­
Porrúa. Héxico 1981. Pág. 203. 

(52) González Bustaman~e, Juan José. PRINCIPIOS DE DERECHO PRO­
CESAL PENAL MEXICANO. Edi~orial Porrúa. Méx.1971.Pág. 86, 
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CONCLUSIONES 

1.- _como quedó asentado en la introducción del presente traba­

jo, el Derecho de Defensa es una Institución de interés pú 
biico. 

2.- El Ministerio Público en México es una Institución Sui-Gé­

neris, toda vez que su contenido posee aspectos propios y 

nacidos de los legisladores mexicanos, pero también se pla~ 

man las i~fluencias ~mportantisimas de Francia y España. 

3.- Los Funcionarios del Ministerio Público deberan ser lo su­

ficientemente capaces y aptos para desarrollar las activi­

dades que les corresponden, con el más alto espiri~u de -­

justicia, 1o que redundará en la confianza de la sociedad 

a la cual se deben. 

Q.- Nuestra Constitución Política de los Estados UnidosJfexic~ 

nos orienta un procedimiento penal humano, que ~ieñde a 

evitar diligencias secretas y procedimientos ocultos, por 

lo que en el periodo de aVeriguación previa se debe errad! 

car el secre:to o clandest:i,nidad. 

S.- Dado el va1or probatorio que se le da·~ ieo diligencias -­

practicadas por el Ministerio Público y la Policia Judi---

cial, en la averiguación previa, que en muchas ocasiones 

llega a sust:ituir a las subsecuen"tes por la efec't"i•Jidad de 
los dat:os recogidos en su "transcurso., post:ulamcs a favOr -

de dichas diligencias, siempre y cuando sean presenciadas­

por un defensor letrado. 

6.- El Ministerio Público ~iene ccmpl~ta libertad pa~a :cumu-­

lar ~oCos los Ca~cs que haya contra el inculpaac, ?or lo 

que es una gran injust:-lcia que a éste se le pongan trabas 

para su defensa. 



7.- La Fracción IX 

Último párrafo 
momento en que 

momento en que 

del 

ºEl 
sea 

se 
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Artículo 20 Constitucional reza en su 

acusado podrá nombrar defensor desde el 

aprehendido ••• 11 esto es desde el preciso 

vea fisicamente privado de su libertad. 

8.- Se debe modificar el Articulo 270 del Código de Procedi--­

mientos Penales para el Distrito Federal, en el sentido de 

que el defensor podrá entrar al desempeño de su cometido -

desde el preciso momento en que el probable responsable sea 

aprehendido. 

9.- Debe existir la defensoría de oficio en el periodo de ave­
riguación previa, con.funciones de asistencia técnica y 
cuidado"c:lei debido ·respeto de las garantías de qÜe goza 
gobernado. 
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